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Se abre la sesión a las once v cinco minutos de 
la mañana.  

El señor PRESIDENTE (Castellano Carda- 
Iliaguct): Buenos días, señoras y señorcs Dipu- 
tados. 

Va a dar comienzo la sesión de esta Comi- 
sión de Justicia en la que se persona el señor 
Ministro de Justicia a efectos de llevar a cabo 
una sesión informativa. 

Ante la buena costumbre que están adqui- 
riendo algunos Diputados -en concreto, don 
Pío Cabanillas y don Antonio Díaz Fuentes- 
de manifestar a la Presidencia la petición de 
excusas por su no asistencia, creemos conve- 
niente hacer esta manifestación para ver si to- 
dos nos acostumbramos a ello, porque aunque 
no sea obligatoria la asistencia es bueno que 
las ausencias queden debidamente ,justifica- 
das. 

Como ustedes saben, el desarrollo de esta se- 
sión, al igual que la similar que tuvimos la se- 
mana pasada con el scñor Ministro del Inte- 
rior, tiene un procedimiento que todos cono- 
cen. Tomará la palabra el señor Ministro de 
Justicia para la exposición, por el tiempo que 
crea conveniente, y a continuación interven- 
drán los correspondientes Grupos Parlamenta- 
rios a través de sus portavoces o de aquellos 
otros Diputados con los que quieran repartir 
su tiempo. Contestará el señor Ministro -bien 
personalmente o a través de alguno de los al- 
tos cargos de su Departamento- y habrá una 
réplica. 

Como ven ustedes, hemos sido convocados a 
las once de la mañana y lo lógico sería que ac- 
tuásemos todos con la suficiente agilidad para 
que no se dilate en exceso esta sesión. En con- 
secuencia, y una vez que haya hecho uso de la 
palabra el señor Ministro, convendría que por 
parte de los Grupos Parlamentarios, y de 

acuerdo con la Mesa, se estableciese cuál po- 
dría ser el alcance de la pausa, que podemos 
acordar procurando que no sea excesiva. 

Sin más explicaciones, concedemos la pala- 
bra al excelentísimo señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Señor Presidente, señorías, quiero 
iniciar este informe ante la Comisión de Justi- 
cia c Interior exponiendo la profunda satisfac- 
ción que me produce venir a realizar una ren- 
dición de cuentas ante quienes, en definitiva, 
son los titulares de la soberanía popular, ante 
el poder preeminente del Estado. Son cuentas 
de lo hecho durante dos meses y siete días 
exactamente y, sobre todo, de lo que se proyec- 
ta hacer. Mi propósito final con esta interven- 
ción, señorías, es proporcionar una informa- 
ción exhaustiva, un perfecto conocimiento de 
todo, de tal manera que al final me complace- 
ría mucho que casi, o sin casi, supieran SS. SS. 
del Departamento de Justicia tanto como lo 
que conoce su titular. 

En el programa que ofreció a la sociedad es- 
pañola el Partido Socialista Obrero Español a 
raíz o a propósito de las elecciones, dedicaba 
una atención muy prioritaria a las materias re- 
lacionadas con el Ministerio de Justicia. Se 
partía de un punto esencial, que era el de que 
un Estado social y democrático de derecho 
-como es España- se funda en el reconoci- 
miento y en el amparo de los derechos funda- 
mentales. En virtud de este principio inicial se 
comprometía, entre otros extremos, a desarro- 
llar los preceptos de la Constitución sobre de- 
rechos fundamentales y libertades públicas; a 
desarrollar aquellos preceptos que reclama- 
ban un amparo judicial efectivo de esos dere- 
chos fundamentales y de esas libertades públi- 
cas. Se comprometía también, en segundo lu- 
gar, a proceder a una reforma en profundidad 
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de la Administración de Justicia, para lo cual 
se planteaban actuaciones tendentes a adecuar 
el Código Penal a la sociedad española, a adap- 
tar la organización de la Administración de 
Justicia a la Constitución; actuaciones tenden- 
tes también a la agilización de los procesos y 
tendentes igualmente a dotar a los distintos ór- 
ganos incardinados en el Poder judicial de los 
medios personales y materiales que tradicio- 
nalmente se venían reclamando inútilmente. 
Asimismo, en ese programa, el Partido Socia- 
lista Obrero Español se comprometía también 
a acometer una modificación seria dcl sistema 
penitenciario. 

Pues bien, señorías, toda la actuación que e n  
este cor‘to tiempo ha realizado y ha proyectado 
el Ministerio de Justicia, como una pieza más 
del Gobierno al que le corresponde la goberna- 
ción -dir igido por su Presidente- del Estado, 
toda la actuación realizada y provcctada ha ido 
claramente encaminada a tratar de cumplir 
csas promesas realizadas a la sociedad españo- 
la v que encontraron el apoyo de diez miliones 
de cspañolcs. 

Me parece que es importante iambi6n que 
para una mayor ordenación de la exposición, y 
para facilitar el seguimiento de la misma, les 
indique a todos ustedes cuál va a ser el esquc- 
ma de mi intervención. 

En una primera parte vov a tratar de cxpo- 
ner cuál ha sido la actividad de promoción nor- 
mativa, entendiendo por tal la que coniprcndc 
proyectos de Ley y disposiciones generales re- 
glamcntarias. Trataré de desarrollar csta pri- 
mera parte de mi intervención, agrupando las 
diferentes normas legales o reglamentarias en 
función de la distinta naturaleza jurídico- 
política que desempeñan y, en tal sentido, 
como verán ustedes, expondré primero aque- 
llos proyectos de normas para el desarrollo de 
los derechos fundamentales. En segundo lugar, 
los que tienden a proporcionar un amparo ju- 
dicial efectivo de esas libertades públicas y de 
esos derechos fundamentales. En tercer lugar, 
trataré de hacer una exposición de los que tie- 
nen como finalidad el reformar la Administra- 
ción de Justicia, reformar después el sistema 
penitenciario, para concluir con otras normas 
vinculadas, por ejemplo, a la reforma del Dere- 
cho privado. 

Esta será la primera parte de mi interven- 

ción, el primer bloque de materias, y cuando 
haya terminado ese bloque me ocuparé de de- 
sarrollar ante todos ustedes en qué manera, de 
qué forma se han ejercido las funciones políti- 
co-administrativas de la competencia del Mi- 
nisterio de Justicia en las áreas de Administra- 
ción de Justicia en sentido estricto, institucio- 
nes penitenciarias, registros y notariado, obra 
de protección de menores y cooperación jurí- 
dica internacional, para terminar con una refe- 
rencia sobre la política presupuestaria del De- 
partamento y la determinación de los objeti- 
vos que nos hemos fi,jado como prioritarios. 

Conocido ya por SS. SS. cuál va a ser el es- 
quema de la intervención, inicio la misma con 
el primer bloque de materias a las que he he- 
cho referencia hace breves instantes. 

En primer término, voy a exponer aquellas 
que van directamente encaminadas al desarro- 
llo de derechos fundamentales. Me refiero, en 
primer término, a un proyecto de Ley -ya fue 
aprobado por el Consejo de Ministros y está re- 
mitido al Congreso- que tiene por objeto el 
desarrollo del derecho fundamental de reu- 
nión y manifestación previsto en el artículo 2 1 
de nuestra Constitución. 

Como saben ustedes, este derecho venía re- 
gulado por una Ley del año 1976 que acunaba 
un conjunto de soluciones preconstitucionales 
y que subordinaba el ejercicio del derecho a la 
obtención de una autorización previa. Era, 
pues. imprescindible ajustar el núcleo esencial 
de ese derecho fundamental a las nuevas exi- 
gencias constitucionales. Y esta necesidad es- 
tuvo ya indicada por el Tribunal Constitucio- 
nal cuando tuvo ocasión de ocuparse de esta 
materia en la sentencia de 16 de junio de 1982; 
en esa sentencia, precisamente, se instaba al 
Gobierno a que procediese a la elaboración de 
una Ley Orgánica reguladora de este derecho, 
v cito textualmente la sentencia del Tribunal 
Constitucional: “que facilite lo más posible su 
realización». Y en la doctrina de esa sentencia 
del Tribunal Constitucional se daban unas 
pautas, como eran esencialmente las siguien- 
tes: había que sustituir la autorización por la 
comunicación previa, y respecto de esta comu- 
nicación se establecía la necesidad de un plazo 
proporcionado, no arbitrario, que evitara toda 
dilación innecesaria que pudiera limitar el 
ejercicio del derecho y que hiciera posible, de 
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un lado, a la autoridad gubernativa informarse 
sobre ;as posibles incidencias de orden públi- 
co, pero también, y de otro lado, a los promoto- 
res el que encontrasen una auténtica y efectiva 
protección, «un control judicial rápido y efecti. 
VO»,  son también textualmente las palabras de 
aquella sentencia. 

Pues bien, el Gobierno, y en este punto ac- 
tuando conjuntamente los Ministerios de Inte- 
rior y de Justicia, ha promovido este proyecto 
de Ley. ¿Cuáles son las ideas cardinales del 
mismo? DcspuCs de definir la reunión como la 
concurrencia concertada y temporal de más de 
veinte personas con finalidad determinada, el 
proyecto establece cómo ninguna reunión será 
sometida al requisito de previa autorización, e 
introduce, y o  creo que como novedad impor- 
tante, el criterio básico de que la autoridad gu- 
bernativa está para hacer posible, para prote- 
ger el ejercicio de ese derecho fundamental, 
remontando asi una antigua concepción que 
consideraba que la autoridad gubernativa sólo 
tenía una intervención para proceder a la diso- 
lución de una reunión o de una manifestación. 

Se establece que los organizadores y los pro- 
motores responden del buen orden y respon- 
den también civilmente de los daños que con 
motivo del ejercicio de ese derecho se hayan 
podido causar, siempre y cuando hayan omiti- 
do una diligencia razonablemente exigible. Se 
establece cuáles son las causas que pueden jus- 
tificar una suspensión o una disolución por la 
autoridad gubernativa, y se pasa luego a un 
conjunto de normas especiales, primero para 
las reuniones y despues para las manifestacio- 
nes. 

En cuanto a las primeras, tambiCn modifi- 
cando lo anterior, se establece que la prcsericia 
de delegados de la autoridad'gubernativa sólo 
tendrá lugar si lo piden los organizadores y 
promotores y, por supuesto, siempre sin per- 
juicio de lo que la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal establezca. 

La norma especial para las manifestaciones 
es aquella en virtud de la cual se sustituye -ya 
lo decía antes- el sistema de autorización pre- 
via por el sistema de una comunicación previa 
con una antelación máxima de treinta días y 
mínima de siete días. Cumpliendo lo que el Tri- 
bunal Constitucional decía y lo que, por otra 
parte, era absolutamente imprescindible, se es- 

- 

tablecen cuáles son los requisitos de esa comu- 
nicación, y, finalmente, se regula, respecto o 
conjuntamente para la reunión y la manifesta- 
ción, cuáles son las causas en virtud de las cua- 
les la autoridad gubernativa puede proceder a 
prohibir la reunión o la manifestación o a mo- 
dificar los términos en que se ha hecho la pro- 
puesta, y se regula también el amparo judicial 
a través de u n  procedimiento breve, sumario 
que garantiza que, en todo caso, ante un obs- 
táculo indebidamente opuesto al ejercicio de 
este derecho fundamental, pueda la autoridad 
,judicial removerlo, si es que no estuviese ajus- 
tado a derecho, y, por consiguiente, hacer posi- 
ble el ejercicio del mismo. 

Estos son, señorías, los principios fundamen- 
tales, brevemente cxpuestos, como es cviden- 
te, del proyecto de Ley de reunión. 

Creo que también me tengo que ocupar, den- 
tro de este primer apartado, de otro proyecto 
de Ley en  sentido estricto,'puesto que ya está 
aprobado por el Consejo de Ministros y remiti- 
do a esta Cámara, que es el que procede a la re- 
forma de los artículos 503 y 504 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. También con este 
proyecto de Ley se pretende cumplir manda- 
tos constitucionales. Los mandatos constitu- 
cionales emanados, de un lado, del derecho a 
la presunción de inocencia del artículo 24.2; de 
otro lado, emanados del derecho a que la pri- 
sión provisional no dure más del tiempo estric- 
tamente necesario, artículo 17.4 de la Constitu- 
ción, y también emanados del derecho a un 
proceso sin dilacioncs indebidas, del artículo 
24.2. 

N o  voy a hacer sólo la cita de estos preceptos 
constitucionales para explicar por qui. entien- 
do que es un mandato, y no voy a hacer sólo 
esa cita porque también puedo invocar la de 
los artículos S.<', 3, y 6.0. 1 ,  del Convenio para la 
Protección de Derechos Humanos v Liberta- 
des Públicas, Convenio que, en virtud de lo dis- 
puesto en el articulo 10 de nuestra Constitu- 
ción, dcbe tenerse e n  cuenta a la hora de inter- 
pretar las normas del mismo sobre derechos 
fundamentales y libertades públicas, Convenio 
que en esos artículos que acabo de indicar es- 
tablece el derecho de toda persona a ser juzga- 
da en u n  plazo razonable. Artículos que, por 
otra parte, fueron objeto de la interpretación, 
que  todos ustedes conocen, en la sentencia de 



10 de noviembre de 1969, en el caso Manznev, 
en la que el Tribunal reconoció, cito textual- 
mente: que «todo acusado detenido tiene dere- 
cho a que su caso sea tratado con prioridad y 
particular diligencia)). 

Se encontraba el Gobierno en el momento 
en que tomó posesión con una situación carce- 
laria caracterizada, como también saben todos 
ustedes, porque la población penitenciaria, 
que aproximadamente se encontraba en cifras 
entre 21.000 y 22.000 internos, era una pobla- 
ción penitenciaria en la que algunas veces por 
encima del 50 por ciento la constituía la pri- 
sión provisional, si bien tengo que decir que en 
este momento ya la prisión provisional está l i -  
geramente por debajo de ese 50 por ciento. 

Pues bien, en consideración a estas circuns- 
tancias, pcro, sobre todo, para dar cumpli- 
miento a esos mandatos constitucionales, se 
remitió recientemente a la Cámara un proyec- 
to de Ley que reforma esos artículos. iEn q u i  
sentido los reforma, porque, naturalmente, no 
voy a decir cuál es la situación legal sobrada- 
mente conocida por SS. SS.? Se modifica la si- 
tuación actual, partiendo de la regla general de 
que procederá la prisión provisional sólo si el 
delito tiene señalada una pena superior a pri- 
sión menor, es decir, que exceda de seis años. 
Pero luego se introducen dos excepciones a 
esta regla general: la primera -no tiene un es- 
pecial interés en este momento-, referente a 
las penas superiores a seis años, en que en de- 
terminados supuestos la autoridad judicial 
puede no acordar la prisión provisional si el in- 
culpado carece de antecedentes penales, si 
existe la creencia fundada de que no se sus- 
traerá a la acción de la Justicia, si el delito n o  
ha producido alarma ni es frecuente Comisión 
en el territorio de aquella audiencia; y otra ex- 
cepción a esa regla general que hace posible la 
prisión provisional en penas inferiores a seis 
años cuando el juez lo estime necesario atendi- 
das unas circunstancias que son los anteceden- 
tes, la valoración de los hechos y la posibilidad 
de que el inculpado no comparezca ante el Ila- 
mamiento del juez. 

Pero lo importante del proyecto saben uste- 
des perfectamente que es de lo que ahora voy a 
dar cuenta y es que, dando cumplimiento al 
mandato constitucional, se establece una dura- 
ción máxima para esa prisión provisional que 

será de seis meses si la pena es igual o inferior 
a seis años, serU de dieciocho meses si la pena 
es superior a seis años y en casos excepciona- 
les en que la causa afecte a intereses colecti- 
vos, haya tenido una proyección nacional, el 
hecho haya sido cometido fuera de España o la 
instrucción sea de una gran complejidad, se 
hace posible la prolongación de la prisión pro- 
visional hasta el plazo de treinta meses; plazo 
que debe ser computado con arreglo a un cri- 
terio, según el cual deberán excluirse aquellas 
dilaciones que tengan origen, que sean imputa- 
bles al inculpado o a los inculpados, a su repre- 
sentante o a su defensor. Proyecto de Ley que, 
según se prevé en el mismo, entrará en vigor a 
los tres meses de su publicación en cuanto a 
este punto de la prisión máxima. 

Estos son los términos esenciales -y, tam- 
bien, insisto, brevemente expuestos como es 
lógico- de este segundo proyecto de Ley del 
que estoy dando cuenta. Con ello completo el 
primer grupo de disposiciones para pasar aho- 
ra al que expongo bajo la rúbrica de «proyec- 
tos de normas que tienden a hacer efectivo el 
amparo judicial de los derechos fundamenta- 
les). Bajo esta rúbrica, bajo este concepto, ex- 
pondré la reforma, que todavía no puede ser 
calificada como proyecto de Ley, sino las pau- 
tas - d i r í a  con mayor precisión- para una re- 
forma de los artículos de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal referentes a la asistencia le- 
trada al detenido o al preso y, asimismo, las 
pautas para una Ley reguladora del «habeas 
corpusn y, también - q u i z á  no me dí. tiempo a 
exponer este último punto-, las pautas para 
un desarrollo del procedimiento previsto en el 
artículo 53 de la Constitución que venga a sus- 
tituir a la actual Ley sobre protección jurisdic- 
cional de los derechos fundamentales de la 
persona. Creo que, valorando el tiempo del 
que dispongo, me voy a centrar fundamental- 
mente en los dos primeros y omitiré -porque 
incluso su estado de elaboración está más re- 
trasado- la referencia al tercero que he seña- 
lado, si bien apunto que, desde luego, está en el 
telar del Ministerio de Justicia. 

Creo que está generalmente compartida la 
afirmación de que el estado actual de la regula- 
ción sobre el derecho a la asistencia letrada al 
detenido o al preso es un estado abiertamente 
criticado desde los distintos planteamientos 
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jurídicos Se imponía, pues, una regulacibn del 
mismo; una nueva regulación del mismo que 
tratase de resolver problemas que se habían 
venido produciendo en relación con el impor- 
tante número de supuestos en los que el dcte- 
nido o el preso no ejercitaban su derecho a la 
asistencia letrada. Segundo, el problema de de- 
terminar en qué consistía esa asistencia letra- 
da al detenido, cuál era su contenido. Había 
que resolver si la presencia o la intervención 
del Letrado era una presencia pasiva de mero 
espectador o, por el contrario, el Letrado debc- 
ría tener una intervención más activa, y había 
que resolver tambikn los problemas claros que 
se planteaban en el supuesto de incomunica- 
ción. 

Pues bien, las pautas con las que están traba- 
jando también de común acuerdo en este caso 
los Ministerios del Interior y de Justicia son las 
que voy a pasar a exponer inmediatamente. La 
primera idea fundamental es la de garantizar 
la posibilidad de la intervención del Letrado 
en todo caso, incluidos los supuestos de inco- 
municación -luego hablaré más detenida- 
mente de esto-, así como también garantizar 
la posibilidad del reconocimiento mbdico del 
detenido o del preso. La segunda idea es la de 
concebir la asistencia del detenido o preso en 
un sentido dinámico; el Letrado no va a ser u n  
mero espectador, sino que va a ser una pcrso- 
na a la que se reconocerá el derecho a solicitar 
que se informe al detenido o preso de todos los 
derechos que le asisten y,  concretamente, el 
derecho a guardar silencio total o parcial, por- 
que puede tener interés en contestar a algunas 
de las preguntas o derecho a manifestar. q u e  
sólo declarará ante el juez; derecho a no confe- 
sarse culpable, derecho a designar abogado o a 

que se le designe de oficio; derecho de comuni- 
car con su faniilia o con la persona que desee, 
así como con c'I cónsul en el supuesto de que 
sea extranjero; dcrecho a la intervcncibn de in-  
terpretes si es extranjero y derecho al recono- 
cimiento médico. Digo que el letrado puede so- 
licitar que se informe al detenido o al preso de 
todos estos derechos, como también -y estov 
desarrollando ahora el sentido de la asistencia 
letrada- el derecho a requerir que se practi- 
quen las aclaraciones, ampliaciones y que se 
consignen en acta todas las incidencias que a 
juicio del letrado sean importantes y que de- 

ban ser consignadas, como también el derecho 
a entrevistarse con el detenido o el preso al 
término de la diligencia de declaración o de re- 
conocimiento si éste lo solicita. 

Creo, por consiguiente, haber expuesto en 
que consiste la asistencia letrada desde esta 
perspectiva dinámica que resaltaba. 

El otro problema que anunciaba que había 
que aclarar también en la regulación es el de si 
en todo caso también en los supuestos de pe- 
queñas infracciones constitutivas de faltas o en 
el supuesto de delitos castigados con una míni- 
ma pena -que sería la pena de arresto 
mayor-, si en todo caso o en algunos supues- 
tos no debería tener lugar- la irrenunciabilidad 
de la asistencia letrada al detenido. 

La solución por la que caminamos en r-cla- 
ción con este problema es la de distinguir dos 
casos diíerentcs. Distinguir aquellos supuestos 
en los que la pena prevista para el delito no ex- 
ceda de seis meses, por consiguientc, faltas 
(pensemos en todas las faltas de la circulación 
por ejemplo) o delitos en los que la pena sea 
inferior a seis meses, nunca por encima de seis 
meses, en los que puede el interesado no re- 
querir !a asistencia de letrado y, por tanto, es- 

tar dispuesto a que se practique la declaración. 
Otra cosa completamente diferente será en 

el supuesto de que la pena prevista exceda de 
esos seis meses, porque en ese caso, en el su- 
puesto de que el interesado manifieste su  vo- 
luntad de declarar sin la asistencia del letrado, 
entendemos que debe ser preceptivo el comu- 
nicar de  una rrianera inmediata y fehaciente a 
la autoridad judicial esa voluntad, esa dcclara- 
citin de  voluntad para que la autoridad ,judicial 
la conozca y para que pueda adoptar la medida 
que est ime oportuna, y que puede ser, eviden- 
teniente por ejemplo, el ordenar la puesta in-  
mediata a s u  disposición de esa persona. 

¿En qui' t¿'rniinos se produce la asistencia? 
iCbriio se consigue la intervención del letrado? 
Las pautas f'uridanicntales en esta materia son 
las siguientes. Se establece como idea tunda- 
mental la de que la autoridad gubernativa o la 
autoridad judicial se abstendrá de hacer cual- 
quier tipo de recomendación e n  relación con 
la elección de abogado. Se le impone la obliga- 
ción de comunicarlo de una nianer'a fehaciente 
e inmediata al Colegio de Abogados para que 
i'stc proceda a notificar al letrado designado 
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por el detenido o preso, o para que en el su- 
puesto de que n o  haya elegido t!l mismo un le- 
trado determinado y concreto se proceda al 
nombramiento del abogado de oficio. Letrado 
que deberá presentarse en el centro donde se 
ha producido la detención en el plazo de ocho 
horas; bien entendido que en el supuesto de 
que transcurra este plazo y 110 se haya presen- 
tado, se planteaba el problema de decidir- si la 
autoridad correspondiente debería estar espe- 
rando «sine dien a su comparecencia, o si, por 
el contrario, habiendo dado la oportunidad se- 

ria, inmediata, fehaciente v au th t i ca  de su 
presencia, era posible, transcurrido ese plazo, 
que la declaración, la diligencia se iniciase, y se 
ha optado por entender que transcurrido es 
plazo es posible la iniciación de la diligencia. 

Con particular cuidado, con auténtico esme- 
ro hemos tratado de encontrar pautas cie solu- 
ción a los supuestos de incomunicación. En tal 
sentido los criterios de los que partirá la futura 
regulación serán los siguientes. 

En este caso se establece la absoluta irre- 
iiunciabilidad, pero la asistencia letrada fun- 
cionari a travEs del abogado que en el turno 
dc oficio le corresponda. El plazo de ocho ho- 
ras quc coino criterio general se previ. para los 
deniás supucstos se reduce a cuatro horas. N o  
obstante, en supuestos excepcionales, concre- 
tamente en supuestos de peligro grave para la 
vida o la integridad física, se podrá comenzar 
la diligencia sin perjuicio de que el letrado 
convocado acuda en cualquier momento. En 
cualquier momento se podrá practicar ci reco- 
nocimiento médico dc la persona que se en- 
cuentre en esta circunstancia, v del conjunto 
de derechos que antes he dicho que correspon- 
den al detenido o preso -y que no voy a repe- 
tir aquí ahora-; se excluyen en esta situación 
el derecho a comunicar con la familia o perso- 
na que desee, así como con el cónsul de su país 
y el derecho también a entrevistarse al  térmi- 
n o  de la diligencia con el abogado. 

Estas son, senorías, las pautas, las ideas hin- 
damentales de la regulación del derecho de 
asistencia letrada al detenido de los artículos 
5 2 0  y 527 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal. Creemos que con ellos. que son pautas - 
insisto una vez más-, que no hay un proyecto 
ya definitivamente aprobado, se asegura la rea- 
lización de esos derechos fundamentales: el de- 

- 

recho a la presunción de inocencia, el derecho 
a no declarar si no es la voluntad de la persona, 
el derecho a no recibir en su persona, en su 
dignidad ninguna lesión, ninguna forma de 
atentado. Pero a esta misma finalidad respon- 
de otro proyecto, que está también en vías de 
elaboración, con el cual, por otra parte, se da 
cumplimiento a otro mandato constitucional 
contenido en el artículo 17.4 de la Constitu- 
ción: el procedimiento de «habeas Corpus)). 

Por consiguiente, la valoración que se hace 
de las solucioncs debe ser una valoración que 
tenga presente la actuación conjunta de las ga- 
rantías que vienen por cada uno de los proyec- 
tos a los que he hecho referencia y a este al que 
ahora me voy a referir. 

iCuál es el objeto de éste procedimiento? 
iQué se pretende con el mismo? Con este pro- 
cedimiento, señorías, lo que se pretende, como 
todos usted+ saben perfectamente, es la inme- 
diata puesta a disposición de la autoridad judi- 
cial competente de cualquier persona que se 
halle en alguno de los supuestos siguientes. 
Que se halle ilegalmente detenida por una au- 
toridad o por un agente de la autoridad que no 
esté, evidentemente, en el desempeño de h n -  
ciones jurisdiccionales; que aunque estk legal- 
mente detenida, sin embargo, durante la situa- 
ción de privación de libertad reciba malos tra- 
tos; que este lícitamente internada en contra 
de su voluntad -y aquí les ruego que piensen 
en los supuestos de posibles internamientos de 
enfermos mentales en contra de su voluntad o 
de personas de las que se afirma la enajena- 
ción mental pero que a lo mejor no responde a 
una realidad rigurosa y objetiva-. Estos son 
los supuestos de detenciones ilegales, de reten- 
ciones a las que se quiere dar respuesta con 
este proyecto de Ley. 

¿Quién puede hacer la petición en nombre 
de la persona que sufre la privación? Evidente- 
mente hago referencia ahora a lo que en una 
terminología procesal sería la legitimación. 
Trabajamos sobre unas pautas que conciben 
esta legitimación de un modo muy amplio. Lo 
puede promover el juez del lugar donde se en- 
cuentra la persona que se halla en esa situa- 
ción, o el juez del lugar donde ha estado por úl- 
tima vez, o donde por última vez se han tenido 
noticias de esa persona; el ministerio fiscal 
también, la persona afectada -y aquí es im- 



portante resaltar que prevemos las responsabi- 
lidades penales y disciplinarias de la autoridad 
gubernativa que no curse esa petición que se 
ha deducido-, la persona que se encuentre en 
esa situación, su cónyuge, ascendientes, des- 
cendientes, su representante, así como cual- 
quier otra persona que tcnga fundados moti- 
v o s  para creer quc otra se halla e n  alguno de 
los supuestos que acabo de decir. 

Configuramos también la forma de la peti- 
ción de una manera enormemente antiforma- 
lista: verbalmente mediante comparecencia, 
por escrito, sin abogado y sin procurador, su- 
ministrando los datos necesarios para la iden- 
tificación, mínimamente necesarios para la 
identificación de la persona del lugar, de la si- 
tuación por la que se solicita esa puesta de ma- 
nifestación ante la autoridad judicial. 

Es una solicitud que la autoridad judicial no 
podrá denegar de plano más que en aquellos 
supuestos e n  los que la solicitud sea manifies- 
tamentc improcedente y que genera u n  proce- 
dimiento que deseamos que sea muy sencillo 
en sus trámites. 

Después de la solicitud, el Juez dictará auto, 
bien ordenando la presentación ante el mismo 
de la persona, o bien constituyéndose el pro- 
pio Juez en el lugar en donde se están produ- 
ciendo estos hechos. Hahrá, 21 continuación, 
una especie, sólo especie, cle vista, en la que 
será oída la persona privada de libertad o sus 
representantes y también las autoridades que 
hayan practicado esa actuación. El Juez se in- 
formará de todas las circunstancias que concu- 
rren y, finalmente, adoptará alguna de las reso- 
luciones siguientes: 

Si estima que no se dan las circunstancias 
que han justificado la petición de ((habeas cor- 
pus>), archivará las actuaciones, pero si, por el 
contrario, entiende que concurren las circuns- 
tancias, el sentido de su resolución dependerá, 
naturalmente, de qué circunstancias han con- 
currido. Y así, si estima que se ha producido 
una situación de privación ilegal, lo que debe- 
rá hacer será ordenar la puesta en libertad in- 
mediata. Si la privación de libertad es legal, 
pero en el curso de la misma se han producido 
malos tratos, en ese caso podrá ordenar que 
continúe la privación, pero en otro lugar dis- 
tinto, a disposición de otras personas diferen- 
tes. Si estima que la detención se ha converti- 

do en ilegal porque ha rebasado el tiempo má- 
ximo, lo quc hará será poner a esa persona a 
disposición de la autoridad judicial, y adopta- 
rá, finalmente, la posibilidad de deducir testi- 
monio para la persecución del delito que haya 
podido cometerse. 

Entendemos que las costas deben ser de ofi- 
cio, salvo cuando la petición se haya hecho con 
temeridad o con mala fe. Y únicamente cabrá 
la posibilidad de reproducir la petición de «ha- 
beas Corpus)), la petición de manifestación 
ante la Audiencia Provincial, si la petición no 
ha sido admitida por el Juez o ha sido dencga- 
da por el mismo. 

He expuesto hasta aquí normas para el dcsa- 
rrollo de derechos fundamentales, normas 
para cl amparo judicial de esos derechos. 
Debo, a continuación, siguiendo el orden que 
les he prometido, pasar a exponer las que son 
ideas para una reforma de la Administración 
de Justicia. Y aquí ya les anuncio que me pro- 
pongo exponer, primero, las ideas gcncrales de 
la reforma parcial del Código Penal. Segundo, 
darles cuenta de un proyecto aprobado por el 
último Consejo de Ministros, en virtud del cual 
se reforman las competencias de la Sala de lo 
Penal de la Audiencia Nacional. A continua- 
ción. cxpondri. a SS. SS. las normas, muy avan- 
zadas, a punto dc ser presentadas an te  el Con- 
sejo de Ministros, para una reforma parcial de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y, por último, 
daré cuenta del estado en que se encuentra el 
estudio del proyecto de Ley Orgánica del Po- 
der Judicial y de dos normas -he dicho que 
hablaría de normas con rango de Ley y de nor- 
mas con rango reglamentario- para el desa- 
rrollo del Estatuto orgánico del Ministerio Fis- 
cal. 

inicio, pues, esta parte de mi intervención 
con la exposición de la reforma parcial del Có- 
digo Penal, que es una anticipación de la refor- 
ma profunda del Código Penal, que tiene en 
preparación este Ministerio de Justicia; refor- 
ma parcial con la que se pretende dar un paso 
decisivo en la realización del principio de cul- 
pabilidad, de modo que en lo sucesivo no pue- 
da exigirse ninguna forma de responsabilidad 
si no concurre un supuesto de intención, dolo 
o de negligencia, culpa; reforma que trata de 
encontrar instrumentos para una mejor indivi- 
dualización de la responsabilidad criminal, 
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con lo cual pensamos que se satisface otra exi- 
gencia del estado de Derecho, el principio de 
legalidad penal; reforma que trata de armoni- 
zar el Código Penal con reformas constitucio- 
nales o con reformas de otros sectores del or- 
denamiento jurídico, como, por ejemplo, la 
que se refiere al derecho de familia, y que, fi- 
nalmente, pretende encontrar solución a pro- 
blemas profundamente sentidos por la socie- 
dad espatiola, en unos casos, o problemas co- 
nectados con el mantenimiento de una estruc- 
tura penal, enfrentada con criterios de ,justicia 
y de humanidad y explicables sólo por u n  
arrastre histórico acrítico quc. por fin, ha en- 
contrado un momento histórico cn e1 que se 
quiere porier final a esa trayectoria. 

También, para seguir u n  orden,  explicar^ 
primero cuáles son las rcfornias más impor- 
tantes de la parte general del Código Penal, Li- 
bro 1, y,  a continuación, expondrt; las que se re- 
fieren a la parte especial, Libro 11. 

En el Libro 1, parte general, va lo he dicho 
antes, la reforma que afecta a su artículo 1 . 0  y 
al artículo 6." bis a), es una reforma quc tiende 
a desterrar cl principio de «versar¡ in rc illici- 
tan de nuestro Código Penal, a desterrar las 
formas de responsabilidad ob.jctiva que se ve- 
riian transmitiendo desde e1 primero de nues- 
tros códigos, en la d k a d a  de 1820. Solamente 
en supuestos de concurrencia de dolo y culpa 
va a ser posible u n  pronunciamiento o una ex¡- 
gencia de responsabilidad. 

La reforma que se refiere al artículo 8.", pun- 
to 1,  pretende remediar un problema que, sin 
duda, todos ustedes debían conocer. En caso 
de enajenación mental, los Jueces, los Tribuna- 
les, únicamente podían aplicar una medida de 
internamiento, cualquiera que fuese la situa- 
ción del enajenado, del declarado eximido de 
responsabilidad por la concurrencia de esta 
causa. En lo sucesivo, se va a permitir que el 
Tribunal pueda elegir entre un conjunto de 
medidas y, dentro de ellas, aquella que mejor 
sintonice con el fin terapéutico que se busca. 

En el artículo 8.3 se procede a una reforma 
más correcta, más técnico-jurídica y más mo- 
derna de la sordomudez. Se refunden en una 
sola agravante las dos que hasta ahora venían 
configurándose como distintas, agravante de 
reincidencia y agravante de reiteración, y tam- 
bién se suprimen los efectos agravatorios de la 

multirreincidencia, previstos en el artículo 
61.6, en relación con el artículo 15, párrafo 2.0 

¿Por qué hacemos esto? Hay razones de peso 
enormemente importantes. Lo hacemos por- 
que entendemos que esa situación, la de la 
multirreincidencia, vulnera el principio del 
«non bis in idem)). Lo hacemos porque exigen- 
cias del principio de legalidad determinan que 
la pena no pueda ir más allá del límite previsto 
para ése, precisamente para ese delito. Y por- 
q u e  la experiencia histórica demuestra que 
esta agravación no es, en absoluto, el medio 
idóneo para luchar contra la profesionalidad o 
contra la habitualidad. 

Para resolver los problemas que plantea la 
individualización de la responsabilidad penal, 
cuando se actúa en nombre de personas jurídi- 
cas, se introduce una regla especial, la del ar- 
tículo 15 bis. Se reforma también en el artículo 
41 la pena de inhabilitación para profesión u 
oficio, porque entendemos que la situación ac- 
tual no es correcta. Hasta ahora no se constata- 
ba si la profesión u oficio guardaba relación 
con el delito; e n  lo sucesivo, y en virtud de la 
reforma, sólo se impondrá esta pena si existe 
esa relación entre el comportamiento delictivo 
y la profesión u oficio. Se reforma la métrica 
penal, para dar  cabida a modernos postulados 
de política criminal. Como saben ustedes, hoy, 
si concurre una sola circunstancia agravante 
es preceptivo poner la pena en el grado máxi- 
mo. En lo sucesivo, si la reforma es aprobada, 
se podrá poner la pena en el grado medio o en 
el máximo, no necesariamente en el máximo. 
Ahora, si n o  concurre ninguna circunstancia 
agravante, los Tribunales tienen libertad para 
recorrer hasta el máximo de la pena, y, si se 

modifica, como proponemos, el Código Penal, 
en ese caso únicamente se podrá recorrer la 
pena en su grado mínimo o en su grado medio. 

Recogiendo una consolidada jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, se regula la figura del 
delito continuado y del delito masa, en el ar- 
tículo 69 bis. Se procede en el artículo 93 a mo- 
dificar la regulación de la remisión condicio- 
nal de la pena, en el sentido de ampliar esta po- 
sibilidad a los delincuentes que han sido reha- 
bilitados, a los condenados por penas de im- 
prudencia no  temeraria, a los que hayan sido 
declarados rebeldes y a los condenados a pe- 
nas de multa. Y también se modifica el artículo 

- 10- 



118 para regular, de una manera más rehabili- 
tadora, ia institución de la rehabilitación; en 
este sentido, no va a ser necesario que la reha- 
bilitación sea pedida por el interesado, se po- 
drá realizar de oficio y buscando la facilidad de 
reinserción social del penado, tratando de l i -  
mitar los obstáculos que sabemos todos que 
encuentra, por ejemplo, a la hora de buscar 
trabajo, se propone una reforma en  virtud de 
la cual, se limitará el uso de las certificaciones, 
de las inscripciones registrales, es decir, de los 
antecedentes penales, a los casos en que lo es- 
tablezca una norma con rango de Ley, y. por 
supuesto, siempre que la utoridad judicial le 
interese. 

Hasta aqui, las reformas que se refieren a la 
parte general; a continuación, las que se refie- 
ren a la parte especial. 

En la parte especial, se otorga protección, en 
el artículo 161.1, al regente, miembros del Con- 
sejo General del Poder Judicial, Tribunal Cons- 
titucional, Gobiernos de las Comunidades Au- 
tónomas y Tribunales Superiores de Justicia 
de las mismas, frente a las injurias y amenazas. 
Se suprime paralelamente la referencia que to- 
davía contenía el Código Penal e n  cuanto al 
Conse,jo del Reino. Se protege el principio 
constitucional de igualdad, penalizando las dis- 
criminaciones por razones Ctnicas, de raza, de 
religión o de opinión política y sindical, y en 
este orden de cosas las reformas que se refie- 
ren a los artículos 165 y 165 bis a) y b). En el ar- 
tículo 177 bis se protege, también, de una ma- 
nera más eficaz, las libertades de sindicación y 
de derecho de huelga; asimismo, se procede a 
la protección de la libertad de conciencia y cl 
respeto por igual a todas las creencias religio- 
sas, y e n  ese sentido, la actual rúbrica del capí- 
tulo ([delitos contra la libertad religiosa, la reli- 
gión del Estado y las demás confesiones)) pasa 
a ser «delitos contra la libertad de conciencia.: 
en el contenido de esta nueva rúbrica se proce- 
de a una realización de la protección de la li- 
bertad y dc la igualdad religiosa. 

En el articulo 340 bis a) y bis c) se opera la 
reforma consistente en la desaparición de la 
pena de privación definitiva del permiso de 
conducir, que estaba establecida para los casos 
de plurirreincidencia, y desaparece el delito de 
conducción sin permiso. 

Se modifica también la regulación en mate- 

ria de tráfico de drogas tóxicas o estupefacien- 
tes, en el sentido de distinguir la pena en fun- 
ción de la gravedad de la droga tóxica o cstu- 
pefacicnte, en el sentido tambikn de que el Tri- 
bunal pondere determinadas circunstancias 
que deben tener una relevancia extraordina- 
ria, cuando, como, por ejemplo, la difusión o el 
tráfico tenga lugar entre menores, centros do- 
centes, establecimientos públicos, penitcncia- 
rios o militares, así como cuando la actuación 
se realice a través de organizaciones que tie- 
nen, como finalidad específica, la comisión de 
este tráfico; se prev6n precisamente medidas 
especiales en relación con estos establecimien- 
tos y con estas organizaciones y, luego tam- 
bién, se introducen normas tendentes a limitar 
el arbitrio judicial, porque la posibilidad que 
hasta ahota existía de pasar de seis meses a 
veinte años se entiende que no se sujeta estric- 
tamente al principio de legalidad, y que, por 
consiguiente, debe ser objeto de una nueva re- 
gulación esta penología. 

La proteccihn penal de los consumidores, 
extendiendo el ámbito de las conductas rcpri- 
midas, se lleva a cabo a través de la reforma 
del artículo 346; la del medio ambiente, a tra- 
vfs de la reforma del artículo 347 bis a) y b). Se 
introduce tambien un nuevo tipo delictivo, que 
seria el 348 bis a), para la protección de la se- 
guridad en el trabajo, configurando este tipo 
delictivo como un delito de peligro, es decir, el 
poner en peligro la vida o la integridad de los 
trabajadores. La esencia del delito, entonces, 
radicará en el incumplimiento de las obligacio- 
nes reglamentarias, siempre y cuando que ese 
incumplimiento suponga, comporte, una in- 
fracción grave de esas normas. 

En el Título referente a los delitos contra las 
personas, esencialmente se procede a la intro- 
ducci6n de u n  nuevo articulo, el 417 bis, en vir- 
tud del cual se dcspenaliza la interrupción vo-  
luntaria del embarazo, en el supuesto de con- 
currencia de las tres indicaciones: terapfutica, 
Ctica y eugenksica. 

En el título de los delitos contra la honesti- 
dad, se modifica la eficacia del perdón, en el 
sentido de que, en lo sucesivo, no va a ser posi- 
ble el perdón cuando se haya dictado senten- 
cia por la Audiencia Provincial, con 10 cual se 
pone fin a unas situaciones que, en algunos ca- 
sos, revestían características de auténtico 
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chantaje, de tal manera que, en lo sucesivo, 
además de ese límite temporal, será necesario 
que el perdón sea informado por el ministerio 
fiscal y que se produzca la aprobación del Tri- 
bunal sentenciador. 

Por último, en los delitos contra la propie- 
dad, se varía la concepción de la penología en 
los mismos, de tal manera que, en lo sucesivo, 
no se va  a determinar la pena en función de la 
cuantía de lo hurtado, robado, estafado o apro- 
piado, sino que, esencialmente, se va a realizar 
en ponderación o e n  consideración a otros da- 
tos y, esencialmente, a la concurrencia o no de 
determinadas circunstancias comisivas. 

En estos términos se concibe esta reforma 
del Código Penal. 

Había enunciado también una referencia a 
determinada reforma, respecto de las compe- 
tencias de la Audiencia Nacional. Como saben 
ustedes, a través de un Real Decreto-ley del 
año 1979, se incorporaron al haz de delitos, 
para los cuales resultaba competente la Au- 
diencia Nacional, los delitos de desacato, de 
los artículos 240, 241 y 244 del Código Penal, 
cuando tenían lugar a través de los medios de 
comunicación social, y lo mismo también en 
los delitos de escándalo público. Era, sobre 
todo lo primero, una competencia que no apa- 
recía cuando en enero de 1977, por el Decreto- 
ley número 1 de aquel año, se procedió a la 
creación de la Audiencia Nacional y,  en concre- 
to, de su Sala de lo Penal. Pues bien, la reforma 
lo que lleva a cabo, fundamentalmente, son es- 
tas modificaciones más importantes: primero, 
devolver a los Juzgados de Instrucción y a las 
Audiencias Provinciales la competencia para el 
enjuiciamiento de estos delitos de escándalo 
publico y de desacato. Segundo, se procede 
también a hacer jugar las reglas generales de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal para la deter- 
minación de la competencia; en la actualidad, 
en caso de disputa de competencia, de cues- 
tión de competencia, de cualquier otra Audien- 
cia o de cualquier otro Juzgado con la Nacional 
o con los Juzgados centrales, resolvía la propia 
Audiencia; en lo sucesivo habrá que recurrir al 
Tribunal Superior, evidentemente, el Tribunal 
Supremo. 

Luego, naturalmente, también se procede a 
una reforma, puramente literaria, casi, me 
atrevo a decir, porque la referencia que hacía 

el Real Decreto-ley a la antigua Ley de Delitos 
Monetarios se rectifica para adaptarlo a la ac- 
tual terminología referente a la Ley sobre con- 
trol de cambios. Creo que con esto conocen us- 
tedes los términos de una reforma, que entien- 
de que también era una reforma que había 
sido interesada desde los más diferentes me- 
dios de opinión. 

Se ha ocupado también el Departamento de 
Justicia de una reforma de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil; reforma parcial; ya pueden imagi- 
narse que en el escasísimo tiempo que lleva- 
mos en San Bernardo no ha habido para aco- 
meter una reforma en profundidad de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, si bien éste es un obje- 
tivo que en absoluto se abandona; pero sí ha 
habido tiempo para ocuparnos de una reforma 
parcial, que va a afectar aproximadamente a 
alrededor de unos 150 artículos; afectará tam- 
bién a algunos artículos del Decreto de 21 de 
noviembre de 1952 y a un artículo de la Ley de 
20 de junio de 1968. Creo que lo mejor es que 
ya, directamente, vaya a explicar cuáles son las 
líneas fundamentales de esta reforma. 

Las principales materias objeto de reforma 
son: en primer lugar, las cuantías. No se trata 
-lo digo ya, de entrada- sólo de adaptar las 
cuantías que había fijado la Ley de 23 de julio 
del ano 1966 al valor actual del dinero, con 
arreglo a los índices del Instituto Nacional de 
Estadística. Se han tenido en cuenta otros fac- 
tores, fundamentalmente el de establecer una 
mejor correlacih entre la naturaleza y cuantía 
de la pretensión y características del proceso, a 
través del cual esa pretensión discurre. Y en 
este orden de cosas, trabajamos también sobre 
la idea de -subrayo esto- concebir un juicio 
verbal en el que la cuantía llegue hasta 50.000 
pesetas, un juicio de cognicibn que llegue hasta 
500.000 pesetas, un juicio de menor cuantía 
que llegue hasta 25 millones de pesetas y tam- 
bién comprendiendo en él las pretensiones de 
cuantía .indeterminada, y una mayor cuantía 
para las pretensiones que tengan una cuantía 
superior a esa cifra última dc 25 millones de 
pesetas. 

Nos proponemos también proceder a una re- 
forma de los actos de comunicación y del auxi- 
lio judicial, en el sentido de prever la utiliza- 
ción de las garantías necesarias, naturalmente, 
del correo certificado con acuse de recibo, y de 
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simplificar el auxilio judicial para que pueda 
realizarse de una manera directa entre los dis- 
tintos órganos judiciales. 

La tercera reforma afecta a la conciliación. 
Entendemos que la conciliación debe dejar de 
ser preceptiva como requisito previo en IosJui- 
cios declarativos, pero que, en cambio - como 
explicaré inmediatamente-, en el procedi- 
miento de menor cuantía debe darse a las par- 
tes la oportunidad de llegar a una conciliación 
en una comparecencia, a la que inmediatamen- 
te hago referencia, tratando de ponerse de 
acuerdo en cuanto a los hechos y utilizando 
esta comparecencia para una serie de finalida- 
des, que, en definitiva, van a hacer posible que 
la sentencia pueda entrar en el fondo del asun- 
to. Es decir, evitar esa frustracibn que produce 
a toda parte el que la sentencia n o  resuelva el 
problema de justicia, el auténtico problema de 
,justicia que en el debate procesal se plantea. 

Creo que puede tambikn ser interesante la 
reforma en relación con las ejecuciones provi- 
sionales de las sentencias dictadas en primera 
instancia. Trabajamos sobre la idea de hacer 
posible una ejecución provisional de las sen- 
tencias dictadas en primera instancia; pensa- 
mos esencialmente en las reclamaciones de 
cantidad, si bien, naturalmente, con los afian- 
zamientos que sean necesarios. 

En el juicio dc menor cuantía -ahora ya cx- 

plico lo que anunciaba hace muy poco ticm- 
PO-, al convertirse en el proceso tipo, puesto 
que, en definitiva, por él van a discurrir las pre- 
tensiones entre quinientas mil v veinticinco 
millones de pesetas y los de cuantía indetermi- 
nada, se ha entendido (y aquí quiero abrir un 
parkntesis para reconocer a cada uno lo que le 
corresponde, porque no sería honesto que yo  
lo silenciase; el proyecto o el trabajo sobre el 
cual está trabajando el Ministerio de Justicia 
-perdónenme SS.SS. la reiteración- es un 
trabajo que tiene su origen en el Consejo Cenc- 
ral del Poder Judicial y que luego pasó por la 
Comisión General de Codificación, si bien aña- 
do, con la misma objetividad y honestidad, que 
pretendemos introducir reformas importan- 
tes, y cierro aquí el paréntesis), que era necesa- 
rio arbitrar una diligencia, una comparecencia, 
que tuviese lugar después de contestada la de- 
manda, y que tuviese por objeto oír a las partes 
sobre lo siguiente: sobre la posibilidad de una 

conciliación, sobre la aclaración de puntos que 
hayan podido quedar oscuros, sobre la subsa- 
nación de defectos que puedan afectar a los 
presupuestos procesales, y sobre la determina- 
ción de los hechos en los que no haya confor- 
midad; esa comparecencia prevemos que ter- 
mine con la petición de que el pleito se reciba 
a prueba, si es  que así conviene a las partes, o 
con la petición de que el pleito sea fallado si es 
que la controversia hubiese quedado reducida 
a una controversia puramente ,jurídica, o sea, a 
una cuestión de derecho por haber conformi- 
dad en cuanto a los hechos. 

Este estudio acomete tambitin algunas refor- 
mas en relación con el procedimiento ejecuti- 
vo. En 61 se admite para las obligaciones con- 
venidas en moneda extran,jera, moneda extran- 
jera convertible, admitida a cotización oficial, 
siernpre que la obligación de pago en la niisnia 
esté autorizada o permitida legalmente y se re- 
gule el cómputo para su equivalencia en pese- 
tas y el pago en la moneda pactada. 

En relación con este procedimiento de juicio 
ejecutivo se establece imperativamente la 
competencia del Juzgado del lugar del cumpli- 
miento, según el título, con lo cual creo que 
evitamos situaciones que han sido tambikn 
abierta y francamente criticadas. 

Nos  preocupaba también introducir algunas 
rectificaciones c n  la materia retercntc a las su- 
bastas judiciales. Lo que pretendernos, los oh-  
jetivos que buscamos aquí en esta reforma son  
básicamente dos: de una parte, pretendemos 
dificultar, por lo menos dificultar, la confabu- 
lación entre los licitadores y, asimismo, trata- 
mos de evitar los gastos, los retrasos, por la 
quiebra de las subastas. ¿Cómo? i A  través de 
qut! procedimientos? 

En cuanto a lo primero, es decir, para dificul- 
tar la confabulación de los licitadores, trabaja- 
mos sobre la idea de admitir posturas por es- 
crito, en pliego cerrado, que conservará el Se- 
cretario hasta cl acto del remate, en que se pu- 
blicarán con los mismos efectos que las que se 
hicieron en dicho acto. Y para evitar lo segun- 
do, gastos, retrasos, por quiebra, se prevé que 
puedan reservarse todas las consignaciones de 
los postores que cubran el tipo mínimo, para 
hacer a favor de ellos, sucesivamente, claro, la 
adjudicación en los supuestos de incumpli- 
miento de los adjudicatarios anteriores, y se 
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prevé también que en la tercera subasta se 
pueda ofrecer el pago aplazado o modificar 
otras condiciones, que serán admitidas si el 
acreedor no hace uso del derecho que le reco- 
noce el artículo 1.505 de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil. 

Por último, nos ocupamos de las costas. Se 
altera o pretenderíamos que se alterase el sis- 
tema vigente, consagrándose el principio obje- 
tivo del vencimiento, pero, naturalmente, con 
las correcciones que exija el principio para su- 
puestos excepcionales que habrán de ser apre- 
ciados por el juzgador; y tanibikn nos propone- 
mos -y tengo que decir que esta parte del 
proyecto está extraordinariamente elaborada 
va- introducir reformas en relación con el re- 
curso de casación. ¿Para que? ¿Con qué linali- 
dad? Con la finalidad de suprimir el excesivo 
formalisnio con el que entiendo que hasta aho- 
ra está concebido, con la finalidad de permitir 
la subsanación de defectos formales, y se intro- 
duce -vo creo que conlo importante novedad 
tambi6n- la facultad de las partes para recu- 
rrir directamente en casación la sentencia de 
primera instancia cuando se estima que la 
cuestión debatida es una cuestión estrictnmen- 
te jurídica. 

Dentro del recurso de casación, esta reforma 
se ocupa tambicn de los motivos. Se agrupan 
c’ii un solo recurso el dc quebrantamiento de 
furnia y el de infracción de Ley, y, sobre todo, 
se reducen los motivos a los siguientes: prime- 
ro, por infracción de las normas del ordena- 
miento jurídico o de la Jurisprudencia; inme- 
diatamente añado para que n o  haya ninguna 
duda que e n  un artículo posterior se dice, 
cuando se habla de infracción de norma jurídi- 
ca, que ((la infracción de las normas jurídicas, a 
los efectos de la casación, excluye las disposi- 
ciones administrativas y reglamentarias)); se- 
gundo, infracción de las normas reguladoras 
de las sentencias y de las que rigen los actos y 
garantías procesales, sin excluir, por supuesto, 
las garantías constitucionales procesales. siem- 
pre que en este último caso se haya producido 
indefensión de las partes, error en la aprecia- 
ción de la prueba, basado en documentos o 
dictámenes judiciales emitidos dentro del jui- 
cio, e incompetencia de jurisdicción por exce- 
so o defecto en el ejercicio de la misma o ina- 
decuación del procedimiento. 

Por último, se regula también -porque en- 
tendemos que hasta ahora no venía bien regu- 
lado- la intervención en el recurso de casa- 
ción como recurrentes o como recurridos, de  
las personas que adoptan una posición de justi- 
cia gratuita, y también se procede a hacer una 
puesta al día de la regulación de los recursos 
contra los laudos arbitrales. 
Y hasta aquí la referencia a la reforma relati- 

va a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Señor Presidente, si estima que me excedo 

en el tiempo de información, estoy dispuesto a 
suspender cuando lo considere oportuno. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ministro, no 
solamente tiene que administrar sus temas, 
sino que debe administrar su tiempo en la for- 
ma que crea que mejor cumple con el trámite 
de información a la Comisión. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Muy bien, señor Presidente, continúo 
entonces. Siguiendo con el esquema que me he 
trazado, tendría que pasar a continuación a ex- 
plicar las reformas dentro de la Administra- 
ción de Justicia, que afectan a la Ley Orgánica 
de Poder judicial y a Reales Decretos relativos 
a la carrera fiscal. En concreto, referentes, por 
una parte, a la integración en una carrera úrii- 
ca de la fiscalía, antigua fiscalía de distrito, y, 
por otra parte, a la constitución del Consejo 
Fiscal. 

¿En qué situación se encuentra la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial? Recordarán SS. SS. 
cómo durante la legislatura anterior el Partido 
Socialista presentó un texto alternativo de Ley 
Orgánica del Poder Judicial y que, con posteri- 
dad, se elaboró un borrador de dictamen por 
una Ponencia, en el seno de la Comisión de 
Justicia, que no pasó de eso exactamente, de 
borrador de dictamen. Sobre la base de aquel 
borrador de dictamen, en el que fueron acogi- 
das muchas de las soluciones propuestas en el 
texto alternativo del Partido Socialista y sobre 
la base esencialmente, quiero decir, de este en- 
tonces texto alternativo está trabajando el Mi- 
nisterio de Justicia con el propósito de hacer 
posible la presentación ante la Cámara de esta 
Ley Orgánica del Poder Judicial, que concebi- 
mos como una Ley urgente, importante, para 
definir la estructura orgánica del Estado en lo 
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que afecta al Poder ,judicial; con el propósito, 
digo, de presentar esta importante Ley, aproxi- 
madamente hacia el mes de junio de este año, 
después de que haya pasado previamente por 
el informe preceptivo del Consejo General del 
Poder Judicial. 

De todas maneras, las ideas sobre las que es- 
tamos trabajando son las siguientes: entende- 
rnos que debe revestir una gran importancia el 
título preliminar, en el que se establezcan las 
ideas básicas sobre carácter exclusivo de la 
Justicia, sobre la aplicación inmediata y direc- 
ta de los preceptos de la Constitución referen- 
tes a libertades públicas y derechos fundamen- 
tales, sobre el ámbito del control de la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa, para que 
toda actuación administrativa, para que todo 
ejercicio de la potestad reglamentaria de la Ad- 
ministración, quede bajo el control jurisdiccio- 
nal. A este título preliminar, evidentemente, 
deben ir también las normas generales sobre 
responsabilidad -normas generales sólo por- 
que luego tendrán su desarrollo en el libro co- 
rrespondiente-, pero establecer el principio 
de la responsabilidad penal, civil y disciplina- 
ria de jueces y magistrados; también deberá 
contener una norma importante sobre la for- 
ma de inejecución de sentencias declarativas 
de derecho, por estimar que la actual situación 
contemplada e n  la Ley de la Jurisdicción Con- 
tencioso-Administrativa puede entrar en algu- 
na forma de confrontación con preceptos cons- 
titucionales. Esto en cuanto al titulo prelimi- 
nar. 

Luego, los Libros que, desde nuestro plan- 
teamiento, serían seis Libros, deberían tratar 
dc las siguientes cuestiones: El Libro 1 dcbcría 
ocuparse de la planta y organización de Juzga- 
dos y Tribunales y de la extensión y límites de 
la jurisdicción. El Libro 11 debería tratar del 
gobierno del Poder judicial, distinguiendo, 
dentro del mismo, lo que seria gobierno exter- 
no y gobierno interno. El gobierno externo, co- 
rrespondiente al Consejo General del Poder 
Judicial, y Gste sería el momento, señorías, de 
proceder a llenar determinados vacíos, detcr- 
minadas lagunas, que se encuentran en la Ley 
Orgánica del Consejo General y que la expe- 
riencia de dos aiíos, que he tenido el honor, 
además, de vivir personalmente, ha puesto de 
manifiesto; problemas referentes, por ejemplo, 

al conjunto de competencias del Consejo Ge- 
neral, respecto de sus facultades de iniciativa 
legislativa, informe o propuesta, de potestad 
reglamentaria, de colectivos dependientes del 
mismo, de pronunciamiento claro en torno a 
quien corresponde la responsabilidad discipli- 
naria respecto de los Cuerpos auxiliares de la 
Administración de Justicia y participación en 
la elaboración del presupuesto de Justicia del 
Departamento de Justicia, pero referente a 
Juzgados y Tribunales. Este es, naturalmente, 
el lugar adecuado para resolver ese con,junto 
de problemas pendientes. 

Cuando hablo de gobierno interno me refie- 
ro al gobierno, a traves dc las Salas de gobicr- 
n o  del Tribunal Supremo, en las que tratamos 
de introducir un principio democrático, de tal 
manera que la presencia no sea solamente de 
miembros natos, sino que tambikn haya en las 
mismas una presencia de los funcionarios ,judi- 
ciales del territorio correspondiente, elegidos 
por y entre los correspondientes jueces y ma- 
gist rados. 

El Libro 111, en nuestro entender, debería 
tratar del rkgimen de los Juzgados y Tribuna- 
les. Este sería el lugar para proceder a la regu- 
lación de un precepto que está en la Constitu- 
ción y quc todavía carece de desarrollo, que c's 

el referente a la responsabilidad del Estado 
por error judicial o por el funcionamiento 
anormal de los servicios de la Administración 
de Justicia. 

El Libro IV debería estar, a nuestro juicio, 
destinado a la regulación de los Jueces y Ma- 
gistrados, y cstc sería tambikn el lugar para 
proceder a la regulación de la carrera ,judicial 
en lo rcferentc a ingresos, ascensos, proniocio- 
ties, categorías; a regular todo lo que afecte a la 
independencia judicial; en concreto, inamovili- 
dad, inmunidad judicial y asociación profesio- 
nal, que inequívocamente contemplamos des- 
de la perspectiva de la libertad asociativa, sin 
restricción ninguna, sin límite ninguno, como, 
por otra parte, ya ha sido realizado en el Esta- 
tuto orgánico del Ministerio Fiscal; sería el lu- 
gar para regular, ya en detalle -antes me refe- 
ría a lo que era u n  simple enunciado de princi- 
pio general-, la responsabilidad penal, civil y 
disciplinaria, entiendo que en los dos primeros 
casos debe tener lugar el antejuicio. Y también 
ocuparnos, dentro de este Libro, de los deno- 
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minados Jueces en régimen de provisión tem- 
poral, para remediar el problema real y autén- 
tico que se produce en aquellos supuestos de 
vacantes desiertas en concursos, evidentemen- 
te hasta que esa vacante sea cubierta por el 
procedimiento ordinario y por el funcionarig 
que en propiedad le corresponda. 

El Libro V debería ocuparse de las personas 
e instituciones que cooperan con la Adminis- 
tración de Justicia. En concreto, entendemos 
que debe acometerse la regulación del ministe- 
rio fiscal, de los abogados y procuradores, de la 
política judicial, concibiendo esta como unida- 
des que dependan en lo funcional, de modo ex- 
clusivo, de las autoridades judiciales y del mi- 
nisterio fiscal, sin que otras posibles depen- 
dencias gubernativas interfieran esa otra rela- 
ción funcional en la que el contacto, la obe- 
diencia, la ejecución de lo mandado, debe pro- 
ducirse sin obstaculización ninguna, y luego 
también este Libro sería el lugar para proce- 
der a la regulación de las normas básicas de la 
representación y defensa del Estado. 

El Libro VI se ocuparía del personal al servi- 
cio de la Administración de Justicia y, en con- 
creto, de los secretarios judiciales, oficiales, au- 
xiliares, agentes y médicos forenses. 

El proyecto que tenemos en mente trata de 
potcnciar la actuacibn procesal de los secreta- 
rios. Entendemos que es necesario recuperar 
esa importante función para su intervención 
cn el proceso, liberándolos de una tarea liqui- 
dadora de tasas y dándoles, por consiguiente, 
un mayor protagonismo en el proceso. Y hago 
gracia de las Disposiciones inevitables adicio- 
nales y transitorias para prever el paso del sis- 
tema actual al sistema nuevo, paso que existi- 
ría la incidencia de la desaparición de unos ór- 
ganos jurisdiccionales, por ejemplo el Tribunal 
Central de Trabajo, y por el surgimiento de 
otros nuevos órganos judiciales. 

Y aquí y con esto voy a terminar, voy a hacer 
una referencia a cuáles son los órganos de la 
planta judicial que tenemos en nuestras cabe- 
zas para recogerla en el correspondiente 
proyecto. 

Trabajamos con la idea de que la planta y or- 
ganización territorial judicial esté constituida 
por los siguientes órganos jurisdiccionales: 
Juzgados de Paz, Juzgados de Primera Instan- 
cia c Instrucción, de lo Contencioso- 

Administrativo, de lo Social, de Menores y de 
Vigilancia Penitenciaria, Audiencias Provincia- 
les, Audiencias Territoriales, Tribunales Supe- 
riores de Justicia, Audiencia Nacional, sola- 
mente con dos Salas, la Sala de lo Penal y la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, en rela- 
ción -y no por curarme en salud, sino por ex- 
plicitar un argumento más de la sentencia del 
Tribunal Constitucional de 14 de julio de 1981, 
en que se plantea la posibilidad de la existen- 
cia de Juzgados Centrales- y el Tribunal Su- 
premo. 

Creo que requiere una mayor precisión lo 
referente a los Tribunales Superiores de Justi- 
cia, en los que se integrarían las Salas de la co- 
rrespondiente Audiencia, más una Sala de re- 
cursos para la casación en materia civil, para la 
apelación en materia contencioso- 
administrativa. 

Hay que añadir a todo ello que la figura del 
Juez de Paz la configuramos como una expre- 
sión, una manifestación de la participación po- 
pular en la ,Administración de Justicia, en vir- 
tud de lo cual entendemos que debe ser el ple- 
no del Ayuntamiento el que elija al Juez entre 
los solicitantes, o bien libremente, pero con un 
quórum cualificado, exactamente con el quó- 
rum de los dos tercios de los miembros, y que 
luego, en defiintiva, sería la Sala de Gobierno 
la que, en base a esa propuesta, procedería a 
hacer el nombramiento correspondiente. 

Para facilitar la participación popular en la 
Administración de Justicia se remite a una Ley 
la regulación del jurado. No se procederá a su 
regulación en la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, se remite a una Ley especial, por consi- 
guiente, tampoco en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. En principio trabajamos sobre estas 
ideas. 

Las reformas relativas a la carrera fiscal las 
voy a exponer con toda celeridad, porque son 
dos Reales Decretos que han sido ya aproba- 
dos por el Consejo de Ministros, y, como he di- 
cho, por medio de uno de ellos lo que se regula 
tiene un contenido eminentemente orgánico. 
Se regulan las categorías, la celebración de los 
concursos, promociones, ascensos y la integra- 
ción de los fiscales de Distrito en la única ca- 
rrera fiscal, por una parte, y por otra parte 
también se procede a la determinación en el 
otro Real Decreto de la constitución de las 
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competencias, de  las funciones del Consejo 
Fiscal, y se dedica un número muy importante 
de los artículos de este Real Decreto a la regu- 
lación del sistema electoral previsto para la ce- 
lebración de  las elecciones de aquellos vocales 
del Consejo que no son vocales en función de 
los cargos que ostentan. 

Dar& cuenta, rapidísimamente tanibitin, de 
que en  este momento se está procediendo a ha- 
cer  la valoración del coste económico de  un 
proyecto de  Ley -y ya paso a la materia peni- 
tenciaria- por el que se crea el Cuerpo de  
Asistentes Sociales. Va a ser  un Cuerpo que ac- 
túe no solamente en el interior de  los establc- 
cimientos penitenciarios, sino también fuera 
de ellos, con la finalidad de ayudar, de  colabo- 
rar  en  la reinserción social de  los liberados. 
Pretendemos que a lo largo de  una progrania- 
ción aproximada de  cuatro años, si cconómica- 
mente fuese posible, se llegase a un Cuerpo de  
aproximadamente 500 asistentes sociales, y si- 
multáneamente también se preve la creación 
de  las Comisiones de  Asistencia Social, con un 
<irgano central y luego unas Comisiones de  i m -  
bit0 provincial, cuya puesta en funcionamiento 
supondría, si es que ello tiene lugar, la suprc- 
sión del actual Patronato de  Nuestra Señora de  
la Merced. 

En las materias referentes al ámbito del De- 
recho privado, creo que no  debo dar  cuenta 
del proyecto de Ley de  tutela, no  porque no 
sea enormemente interesante, sino porque, en 
definitiva, lo que hemos hecho ha sido aprove- 
char u n  importante y buen traba,jo que ya esta- 
ba hecho, utilizar lo que había sido ya aproba- 
do, primero por el Congreso y desputis por el 
Senado, y, por consiguiente, conocen ustedes 
perfectamente en  qué términos, porque, ade- 
más, ya ha sido remitido a la Cámara. 

En la Comisión General de  Codificación 
(aunque es  simple información no quiero dejar 
de  decirlo), e n  este momento las distintas sec- 
ciones de  Derecho privado y de  Derecho mer- 
cantil están trabajando sobre una nueva Ley 
concursal, con la que se pretende, como princi- 
pio quizá un poco inspirador, hacer posible la 
salvación de  la empresa. Se trabaja tambien, y 
ayer quedó comprometido el Gobierno a pre- 
sentarla en  un plazo determinado, en  una Ley 
reguladora de  la letra de  cambio y del cheque, 
y los principios que van informando este traba- 

jo son principios que sintonizan con las solu- 
ciones de  la Ley uniforme, que,  por consiguien- 
te, suponen un abandono del sistenia causal 
franctis, para optar  por un sistema de  carácter 
abstracto. 

Se está trabajando igualmente en  una  Ley 
del seguro marítimo, y existe un anteproyecto 
elaborado por una Ponencia especial para la 
regulación de  las condiciones generales de la 
contratación. 

Este titular del Departamento se propone 
encargar de forma inmediata la revisión del 
Código Civil en relación con la adopción, por- 
que entendemos que hay una demanda social 
indebidamente atentida y que, por consiguien- 
te, requiere una respuesta moderna, humana, 
que  resuelva un problenia cnornicnierite vivo,  
y nos proponemos dar  una respuesta a ese pi-o- 
blcrna y cn muy poco tiempo creo que será po- 
sible ofrecer, primero al Consejo de Ministros, 
luego a la Cámara, una solución renovadora de 
la rt.gulaci¿jn cle la adopción, como tarn bien, 
señorías, nos proponcinos hacer lo misnio 
para una puesta al día clr la Ley clc Arrcnda- 
m i c n tos Urbanos. 

No qciiero terminar sin decir, e n  este prinicr. 
bloque de materias -comprendo que quizá c-n 
mi deseo de  informarles a ustedes cxhaiistiva- 
niente he administrado mal mi tiempo, señor 
Presidente-, que en este conjunto de  actua- 
ciones, de las que el otro día daba cuenta a los 
medios de  comunicación social el Director gc- 
neral de Registros y Notariado, tiene prepara- 
d o  el Departamento de  Justicia una Ley en vir- 
tud de la cual se reba,ia la edad de  jubilacióii, 
dentro del Cuerpo de Notarios, a los setcrita 
años, sin perjuicio de establecer una Disposi- 
ción transitoria previendo un cscalonamiento 
de  jubilaciones para que éstos no se produzcan 
de una manera f'ulminante y terminante. 

Mi escrúpulo de  estar cansindoles, señorías, 
me hace proponer, si SS. SS. lo consideran co- 
rrecto, el que nii intervención pudiera tcrnii- 
nar aquí con la exposición de  los proyectos de 
Ley, para, en una fase posterior -e insisto, n o  
tengo ningún inconveniente en seguir-, si les 
parece a ustedes adecuado y conveniente, de- 
sarrollar, porque son muchas tambikn las co- 
sas que tengo que decir, cuáles son las actua- 
ciones de  mi Departamento en cada una de las 
áreas que he anunciado: justicia, instituciones 
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penitenciarias, registros y notariado, obra de 
protección de menores y política presupuesta- 
ria. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor Ministro, por su completa información. 

Como es lógico y natural se producirán las 
correspondientes sesiones informativas a lo 
largo de esta Legislatura, por lo que no creo yo 
que debamos caer en la tentacibn ambiciosa 
de agotar hoy los temas, aparte de que las pos- 
teriores intervenciones de los Grupos Parla- 
mentarios me imagino que darán lugar a com- 
plementar la información que nos ha sido pro- 
porcionada. 

Perdonen ustedes la reiteración de anterio- 
res avisos, llamando la atención en el posterior 
trámite de que, efectivamente, se desarrollen 
las intervenciones sobre las líneas generales 
expuestas, sin caer en la tentación de formular 
interpelaciones o preguntas sobre temas muy 
concretos que lógicamente tienen otro trata- 
miento parlamentario. 

Si les parece a ustedes, suspenderíamos la 
sesión por u n  plazo máximo de quince minu- 
tos, suficiente y bastante para reponer fuerzas 
v al mismo tiempo para que se haga llegar a la 
Mesa cuál va a ser la nota de los intervinientes 
por todos y cada uno de los Grupos Parlamen- 
tarios que, como ustedes saben, intervendrán 
de menor a mayor, y en el supuesto de que 
sean varios Diputados los que quieran repartir- 
sc' el tiempo, deberán indicarlo a la Mesa, Ila- 
mando la atención de nuevo hacia la concre- 
ción y hacia la disciplina acerca del tiempo de 
los diez minutos que corresponden a todos y 
cada uno de los Grupos, para que a continua- 
ción pueda responder el señor Ministro o los 
altos cargos de su departamento y, si hubiere 
lugar a ello, haya tambikn el correspondiente, 
previsto y reglamentario turno de réplica. 

Se suspende la sesión por quince minutos, 
recabando que pasen nota a la Mesa quienes 
vayan a intervenir en el trámite posterior. 
(Puusu.) 

El señor PRESIDENTE: Vamos a reanudar la 
sesión. 

Durante esta interrupción los portavoces de 
los Grupos han hecho llegar a la Mesa su peti- 
ción de que continúe la exposición del señor 
Ministro, renunciando a hacer uso del trámite 

de intervención y preguntas o comentarios en 
la sesión del día de hoy. 

Si el señor Ministro no tiene inconveniente 
en ello, podría continuar con su intervención 
en aquellos temas que considere que es impor- 
tante que queden tratados, y en ese caso la 
Mesa así lo acordaría y con su complemento 
de información de hoy levantaríamos la sesión 
y convocaríamos para una nueva fecha - d e  
acuerdo lógicamente con usted-, a fin de que 
en esa nueva fecha y sesión se produjeran las 
intervenciones de los Grupos Parlamentarios, 
las contestaciones por el señor Ministro y los 
altos cargos de su departamento, y la posterior 
rkplica. 

Si le parece como procedimiento al señor 
Ministro, la Mesa así podría acordarlo. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Encantado con esta solución. Por con- 
siguiente, retomo la palabra para exponer las 
informaciones mas importantes en relación 
con el ejercicio de funciones administrativas 
en las materias de competencias de este De- 
partamento de Justicia. 

A l  ocuparme del área de la Administración 
de Justicia creo que es correcto que hable, en 
primer término, de las relaciones con el Conse- 
jo General del Poder Judicial, para luego expo- 
ner tambikn los contactos con el Ministerio 
Fiscal. 

Quiero decir con claridad que desde el mis- 
mo inicio de la gestión de este departamento, 
las relaciones con el Consejo General del Po- 
der Judicial han discurrido como necesaria- 
mente tienen que discurrir, como la Constitu- 
ción quiere que sean; es decir, unas relaciones 
de coordinación, de colaboración recíproca. 

El principio de la división de poderes no se 
opone, en absoluto, a que órganos constitucio- 
nales supremos, como son el Gobierno y el 
Consejo General del Poder Judicial, es decir, 
órgano de gobierno del Poder judicial, manten- 
gan la separación compatible con las relacio- 
nes de coordinación. Clara expresión de lo que 
acabo de decir son las reuniones periódicas 
quincenales que existen entre una representa- 
ción del Ministerio y del Consejo, en las que se 
pasa revista a los problemas de interés común; 
el desistimiento en el conflicto de competen- 
cias que se había no formalizado, pero sí inicia- 
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do, en su planteamiento en el Gobierno ante- 
rior, en relación con la designación de los Tri- 
bunales de oposiciones para el personal auxi- 
liar. 

Clara expresión creo que también es la for- 
mulación por el Ministerio de Justicia de su 
política presupuestaria referente, evidente- 
mente, a la provisibn de medios personales y 
materiales tras haberse producido la audiencia 
del Consejo General del Poder Judicial, el cual 
ha tenido larga ocasión de exponer sus necesi- 
dades, sus prioridades. Así ,  previa esta audien- 
cia, el Departamento de Justicia traza una polí- 
tica de provisión de medios e n  coordinación 
con el Consejo General del Poder Judicial, a 
travls de la cual se van a poner -creo que en 
el primer trimestre de este año- en funciona- 
miento órganos .jurisdiccionales que estaban 
pendientes de que esto se hiciese, y que habían 
sido creados por un con,junto de Leyes o de  Dc- 
cretos aprobados o dictados a lo largo de 1982 
-en total me parece que son ochenta juzga- 
dos-, y desearíamos que fuera posible cconó- 
micarnente la creación y postcrior puesta en 
funcionamiento de u n  con,junto de órganos ju- 
risdiccionales colegiados unipersonales; e n  
concreto: una Sala de lo Civil, otra de  lo Con- 
tcncios-Administrativo, diez secciones de ALI- 
dicncia Provincial, doce Juzgados de Primera 
Instancia e Instrucción, once de Primera Ins- 
tancia, doce de  Instrucción y cincuenta y dos 
de Distrito más la reconstrucción del juzgado 
de Alcira que, como consecuencia de las inun- 
daciones, ha quedado en una situaci<in de ab- 
soluta inhabitabilidad. 

Tambikn esta coordinación con el Consejo 
ha permitido realizar una programación de 
obras de acuerdo con las necesidades realmen- 
te sentidas. 

Y o  creo que esto era algo imprescindible, 
era algo necesario. M e  temo que n o  se había 
realizado así de una manera habitual, v desde 
luego en este punto les puedo asegurar, seño- 
rías, que se han dado pasos muy importantes. 

También la política en cuanto al excepcional 
nombramiento de personal interino -política 
que he calificado de excepcional, porque clara- 
mente el Departamento de Justicia es partida- 
rio de proceder a nombramientos de tunciona- 
rios en propiedad, utilizando la fórmula de in- 
terinidad sólo para supuestos cxcepcionalcs- 

es una política que solamente a t r avk  de la 
coordinación con el Consejo podría llevarse a 
cabo de una manera eficaz, y así, efectivamen- 
te, se está haciendo. 

En el Departamento de Justicia, entre otros 
problemas relacionados con el Poder Judicial, 
estaba pendiente el de proceder a dar cumpli-  
miento al mandato contenido en el artículo 13 
de  la Ley sobre rctribucioncs dc los í'unciona- 
rios de la Administración de Justicia, referente 
a retribuciones coniplementarias, y puedo dc- 
cir quc tambilri esa colahoracitin ha funciona- 
do en tctminos talcs que, en este momento, tc-  
nemos ya un proyecto dc* Reglamento, un 
proyecto de Decreto, en fase avanzadísima de 
elaboración. 

Merced tanibilri a esa relación, el Ministci.io 
ha podido preparar estudios muy avanzados, 
desde un punto de vista ccontiiiiico v tanibicri 
desde una perspectiva jurídica, encaminados a 
hacer clcctiva la integración judicial, que toda- 
vía sc cricucntra pendiente, respecto de los 
cocficicntcs multiplicadorcs que se ticncri en 
cuenta en las retribuciones bisicas. 

Por últinio, creo que tan1bii.n es importante 
exponer cómo, aritc la prcocupación dc la tno- 
dernización de la oficina judicial, el Ministerio 
va a poner en marcha un provecto d e  infiiima- 
tización, conocido por. cl noiiihrc de provccio 
<( INFORIUS)), y va a desarrollarlo, insisto tani- 
bilti, cuidando esa colabor.ación con el Consc- 
¡o. 

Dccia q u e  hacer u n a  referencia ;i la Adniinis- 
tración dc Justicia suponía tanihien hacci. al- 
guna referencia al ministerio fiscal. Quiero que 
sepan SS. SS. que entre esas visitas, quc no 
creo que siniplcmcntc pucdan calificarse c lc  
cortesía, ni  mucho nicnos de protocolarios, 
una de las que realizó el titular del Departa- 
mento de Justicia que tiene el honor de  dirigir- 
les la palabra fue a la Fiscalia General del Esta- 
do, para tratar de  exponer la concepción que 
desde el Departamento se tiene del ministerio 
fiscal. Y con mucha razón se podrían preguntar 
ustedes que cuál es la legitimación e n  virtud 
de la cual el titular del Ministerio de Justicia 
puede realizar esto. 

La legitimación, señorías, se encuentra clara- 
mente cn el artículo 8.'' del Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal. C O I I  arreglo al cual el Go-  
bierno podrá interesar del Fiscal General del 
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Estado que promueva ante los Tribunales las 
actuacioncs pertinentes en orden a la defensa 
del interés público. ¿Quién calibra el intercs 
público? N o  lo voy a decir con mis palabras; 
voy a decirlo, porque creo que es un documen- 
to importante, con las propias palabras del Fis- 
cal General del Estado en la primera circular 
que ha dirigido a los miembros de este Minis- 
terio. 

((El ministerio fiscal -dice csa circular- es 
destinatario de una parte de la gestión guber- 
namental que tcnga que hacerse efectiva me- 
diante acciones legales ante los Tribunales. N o  
hay duda -dice- de que el Gobierno legitimo 
es, en si mismo, una pieza de la legalidad y, por 
su posición entre los poderes del Estado, es el 
Ui-gano activo por excelencia, con lacultades 
para interpretar y promover el intcrcs público, 
de tal modo que el artículo 97 de la Consti tu- 
ción constituye el antecedente del articulo 8." 
del Estatuto del Ministerio Fiscal.)) 

Y sigue diciendo: «La Fiscalía General v el 
ministerio fiscal, en su conjunto, deben escu- 
char atentamente y acoger, en principio, los re- 
querimientos del Gobierno acerca del ejercicio 
de accioncs ante la Justicia, con las importan- 
tes salvedades de que no debe seguir aquellas 
que vulneren la legalidad o la imparcialidad o 
supongan in,jerencia respecto de intereses ex- 
clusivamente privadosu. 

El Gobierno, pues, calibra cl interés público. 
Y no cabe duda de que el primer interbs públi- 
co cs cl respeto, el cumplimiento, la realiza- 
ción de las exigencias de la realidad deniocráti- 
ca. 

Así tuve ocasión de decirlo con ocasión de 
aquella visita, sin innovar en realidad nada, 
porque el propio Fiscal General ya lo había di- 
cho a los fiscales de ese Ministerio en otro pa- 
sa,je de esa misma circular, en el pasaje en el 
que dice que «toda la legalidad está, por decir- 
lo así, teñida por la coloración de las ideas de 
Estado de Derecho y de democracia, y que el 
sistema de normas imperante no puedc nunca 
ser concebido tuera de esta gama, ni usado 
como trincheras contra el avance ordenado de 
la sociedad hacia la mayor aplicación posible 
de los ideales democráticos.. 

Esto es lo que suele expresarse como conso- 
lidación y profundización de la democracia. El 
ministerio fiscal n o  debe volverse de espaldas 

a estos valores ni utilizar norma o conjunto de 
normas, acotados por un centro de interOs eco- 
nómico y social, como baluarte contra la liber- 
tades y las aspiraciones legítimas a la igualdad, 
a la justicia, permitidas y alentadas en nuestra 
Constitución. 

Dos conclusiones, pues, claras. El Gobierno 
es el que calibra el interés público, y el primer 
interks público radica en la defensa dc esa le- 
galidad democrática. 

Tomando como punto de partida estas ideas, 
tuvc ocasión de exponer la oportunidad en que 
hice esa visita de la que les daba cuenta, cómo 
entiende el titular del Departamento de Justi- 
cia que el ministerio fiscal se encuentra inter- 
pelado por el artículo 9.2 de la Constitución, 
cuando impone a todos los poderes públicos la 
obligación de remover cuantos obstáculos se 
opongan a la libertad y a la justicia del indivi- 
duo v de los grupos en los que el individuo se 
integra. 

Tuve tambikn, tomando como punto de par- 
tida esas ideas, la oportunidad de mantener, y 
así lo reitero, cómo precisamente por eso, en 
función de ese dato constitucional, que el mi- 
nisterio fiscal tiene una importantísima fun- 
ción en la defensa de los derechos fundamen- 
tales y las libertades públicas, como lo de- 
muestra, sin necesidad dc citar la propia Cons- 
titución que define sus funciones, el que esté 
activamente legitimado para el recurso de am- 
paro. 

Señorías, el ministerio fiscal viene así a ser, 
entiendo, no un simple espectador del cambio 
democrático a que aspira la sociedad española, 
sino u n  verdadero protagonista, un motor más 
de ese cambio. 

En el área de las instituciones penitenciarias 
no voy a repetir aquí, porque ya lo he dicho, lo 
que como actividad normativa se ha realizado: 
creación del Cuerpo de Asistentes Sociales, de 
la Comisión de Asistencia Social. Sí me parece 
que es oportuno dar cuenta de que se está pre- 
parando un Estatuto Jurídico de los Cuerpos 
de Funcionarios de Instituciones Penitencia- 
rias; que se está también preparando la refor- 
ma de la Escuela de Estudios Penitenciarios y, 
en este orden de cosas, creo que no transcurri- 
rá mucho tiempo hasta que se produzca la fir- 
ma de un acuerdo de colaboración recíproca 
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con el Instituto de Criminología de la Universi- 
dad de Madrid. 

También, dentro de este ámbito normativo, 
antes no mencionado, creo que debo dar cuen- 
ta de dos circulares dictadas por la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias en este 
corto tiempo. A través, por medio de una de 
ellas, se procedió a levantar, a dejar sin efecto, 
aquellas sanciones disciplinarias que se habían 
producido como consecuencia de infracciones 
que, al mismo tiempo, no hieran constitutivas 
de hechos delictivos. La medida se adoptó al 
principio de la gestión y realmente sirvió para 
descongestionar un ambiente que se presenta- 
ba como verdaderamente tenso. 

Se ha impartido, tambikn, una circular diri- 
gida a ofrecer un criterio de interpretación a 
los funcionarios de prisiones de la Ley del Re- 
glamento; criterio encaminado hindamental- 
mente a conseguir el respeto del principio de 
legalidad en el interior de los establecimientos 
penitenciarios. No  tiene sentido, a nuestro jui- 
cio, señorías, que allí donde existe u n  rCgimen 
de sujeción especial fracase el principio de le- 
galidad. El principio de legalidad desarrolla, 
tambikn dentro de esos regímenes, todas sus 
exigencias; y eso es, en esencia, con la repercu- 
sión e n  todas las manifestaciones de la vida pc- 
nitenciaria, pensando, por ejemplo, muy dcsta- 
cadamente en el respeto de la dignidad, en el 
derecho al desarrollo cultural, a la educación, 
en el derecho a la asistencia sanitaria, etctitera. 
Este Ministerio, digo, es el que inspira esa cir- 
cular, segunda circular, q u e  ya  ha sido citada. 

Quiero, por otra parte, tambitin hacer refe- 
rencia a alguna serie de actuaciones puntuales 
como. por ejemplo, la que tambitin se produ,jo 
al comienzo de la gestión y que supuso la pues- 
ta en libertad de un número relativamente im- 
portante de personas de nacionalidad extran- 
jera que, sin tener ninguna causa pendicnte, 
sin tener tampoco pendiente un  expediente de 
extradición, sin embargo, se encontraban pri- 
vadas de libertad por encima del plazo maxi- 
mo de detención que establece la Constitu- 
ción. Urgentemente, procedió este Ministerio a 
ordenar la puesta en libertad, y así, en perfecta 
coordinación con el Ministerio del Interior, se 
realizó la medida. 

La preocupación por conocer de cerca los 
establecimientos penitenciarios, por ver con 

los propios ojos lo que sucedía y sucede dentro 
de ellos, por tener, por consiguiente, una infor- 
mación no transmitida, sino personal, esta 
preocupación está en la base de una actividad 
intensa desarrollada por los mandos del Minis- 
terio, no sólo por el titular, sino tambicn por el 
Subsecretario y el Director general de Insti tu- 
ciones Penitenciarias, encaminada a la visita 
de estos centros penitenciarios En poco tiem- 
po, creo que serán visitados todos ellos y, poi- 
consiguiente, insisto, la información de que sc 
disponga será una informaci6n exhaustiva v 
completa. 

Ha sido preciso proceder, ente1 último mes 
del año 1982 -y doy cuenta de ello para poner 
de manifiesto cómo se padecía una insuficicn- 
cia de medios-, ha sido absolutamente ini- 
prescindible proceder a la aprobación de un  
complemento de crkdito para poder atender a 
los gastos de alimentación y de hospitalización 
de internos. No había llegado el dinero nccesa- 
rio previsto en el presupuesto para poder atcn- 
dcr estas indcmorablcs e imperiosas ncccsida- 
des. 

Asimismo, quiero darles cuenta de la política 
referente a obras penitenciarias, e n  la cual ha- 
bría que distinguir la política encaminada a la 
construcción de nuevos centros y la cncaniina- 
da a la realización de obras de ampliación y dc  
modernización de centros. A csta segunda 
comprendo que n o  puedo haccr referencia, 
porque sería entrar en u n  detalle exagerado. 
En cuanto a las otras, a las de nuevos centros, 
me parece que puede ser interesante dar cuen- 
ta de que si los programas se cumplen tal y 
como han sido contratados, lo cual quizá nu su- 
ceda así en todos los casos, a lo largo del año 
1983 sc tcrniinarían las obras de nuevos csta- 
blecimientos penitenciarios. a saber, en Va1l:i- 
dolid, para 344 internos; en Monterroso, Lugo, 
cumplimiento de jóvenes, para 350: en Alcala 
de Henares, jóvenes, para 350; en Ibiza, para 
91; en Alicante, psiquiátrico-penitenciario, con 
lo cual se aliviaría enormemente la situación 
que atraviesa el Hospital Psiquiátrico- 
Penitenciario de Carabanchel, Madrid, c o n  una 
capacidad dc 309; Puerto de Santa María, prc- 
ventivos, segunda tase, para 357. 

Aparte de estas obras, hay otras, con proycc- 
tos aprobados pendientes de adJudicación y 
otros proyectos en fase de elaboración. De to- 
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das ellas, me parece importante destacar aquí 
la urgencia con que el Ministerio quiere aco- 
meter las siguientes: primero, es urgente aco- 
meter la solución del problema penitenciario 
planteado en Barcelona, en donde, para una 
población de 650, como capacidad óptima, 
existe un número de internos rondando los 
dos mil. Es, lo he dicho ya varias veces, lo reite- 
ro en esta Comisión, una de las prioridades im- 
portantes del Ministerio de Justicia. 

Lo mismo queremos llevar a cabo en Sevilla; 
en Málaga, en donde un establecimiento, con 
una capacidad máxima de 320, soporta 545 in- 
ternos; Valencia, con 500 de capacidad máxi- 
ma, soporta 877, etcétera. Estas son las actua- 
ciones en materia de edificación y de construc- 
ción más importantes que queremos acometer. 

Pero icon que criterios los queremos acome- 
ter? Queremos acometerlos superando los de- 
fectos observados. Se ha echado en falta en 
esta política penitenciaria una correcta planifi- 
cación de la política dc construcción de cen- 
tros, una planificación de la política peniten- 
ciaria sanitaria, una planificación de la política 
penitenciaria cultural y deportiva. Se echa en 
falta, tambit'n, una real preocupación por el 
trabajo penitenciario. En una población de al- 
rededor de 22.000 internos, solamente pueden 
desarrollar esa actividad, esencial para el tra- 
tamiento, un total, en la situación en que lo he- 
mos encontrado, que ronda los 2.500. Es nece- 
sario superar estos problemas, que no vuelva a 
ocurrir lo que les contaba a ustedes hace un 
momento, de que se llega al final de año sin 
crédito presupuestario suficiente para alimen- 
tar o para atender a las enfermedades de los 
internos; todo eso hay que superarlo. 

Quisicramos pasar a una nueva situación, co- 
herente con los mandatos de la Ley Orgánica 
General Penitenciaria, en la que se establece, 
como saben ustedes, el principio de regionali- 
zación y de no desarraigo de los reclusos; un 
máximo de 350 internos por unidad; precepti- 
vidad de los dormitorios individuales, de las 
salas para relaciones familiares; la concepción 
del trabajo, ya lo decía, como un factor esen- 
cial del tratamiento. El cumplimiento de estos 
mandatos orientará, también, señorías, nues- 
tras actuaciones. 

Quiero, a continuación, dar cuenta de otro 

sector importante, el de la Obra de Protección 
de Menores. 

Dos funciones saben ustedes que desempeña 
la Obra de Protección de Menores: una función 
de protección, frente a los menores que la ne- 
cesitan, habida cuenta de los problemas fami- 
liares o ambientales en que desenvuelven sus 
vidas, y una función de reforma, en aquellos 
supuestos de menores que realizan actos delic- 
tivos. 

Esta es una obra que cuenta con 9.000 niños 
en reforma; 20.000 en protección; que dispone 
de unos 141 establecimientos propios, de 54 
juntas provinciales, de 54 Tribunales Tutelares, 
de 2.000 contratados laborales -por cierto, la 
inmensa mayoría de ellos contratados en los 
inmediatos dias a la constitución del nuevo 
Gobierno- y de 700 funcionarios. Contaba 
con un presupuesto, para el año 1982, con unos 
ingresos de 10.000 millones de pesetas, que 
procedían esencialmente de la tasa de juego 
que, como saben ustedes, ha sido suprimida 
como algo propio de la Obra de Protección de 
Menores; del Impuesto sobre Espectáculos, el 
llamado Impuesto del 5 por ciento, y de una 
subvención estatal. Eran, a mi juicio, cifras que 
hacían posible una modernización de la in- 
fraestructura de la Obra. 

Se acometieron, entiendo, centros, pero con 
una concepción que no es compartida por el 
Departamento de Justicia. El sistema que pre- 
valecía en los centros era un sistema represivo; 
se hablaba de salas de catarsis o de reflexión, 
de situaciones de incomunicación, de puertas 
blindadas, de cristales antibalas, etcétera. 

Hay que decir que, inmediatamente se pro- 
cedió a un cambio de criterio en la concepción 
de esa política, para iniciar un planteamiento 
nuevo influido por criterios de mayor humani- 
dad, de mayor libertad, de estímulo de la res- 
ponsabilidad y de la participación del menor 
en las actividades y en el funcionamiento del 
centro. Yo creo que no eran buenos criterios, si 
es que éstos eran los criterios que subyacían a 
planteamientos anteriores, los de concebir 
como función esencial la función de impedir la 
fuga del menor. Yo creo que tampoco era co- 
rrecto el que no existiese una clara orientación 
psicopedagógica que emanase del Consejo Su- 
perior de la Obra de Protección de Menores. 
Entiendo que no es adecuado que cada centro 

- 2 2 -  



se inspire en sus propios criterios, e n  sus pro- 
pias soluciones; creo que la coordinación era 
algo demandable. 

Encontranios una solución en la que no exis- 
tían centros para el tratamiento ps i co te raph  
tico, en la que no existían plantillas de centros, 
ni un modelo de plantilla ideal de centro y en 
los que la enseñanza de EGB no se adaptaba, 
en absoluto, a las características de los riieno- 
res, lo cual había dado lugar a un importante 
número de fracasos escolares. 

iQuk se propone realizar el Departamento 
de Justicia para alterar esta situación? Se pro- 
pone disenar una política encaminada a corre- 
gir esa orientación, que he denominado repre- 
siva, a arbitrar las medidas necesarias en rcla- 
ción con la enseñanz.a de la Educación General 
Básica y la Formación Profesional, para conse- 
guir un plan de actuación con el Ministerio de 
Educación que sirva para adaptar la cnsenanza 
a las especiales características de esos meno- 
res, que se imparta instrucción, formación hu- 
mana. Se propone el Ministerio, por supuesto 
a travcs del organismo autónomo Obra de Pro- 
tección de Menores, proyectar u n  centro psico- 
tcrapcutico para tratar los nienores con pro- 
blemas psíquicos; nos  parece tambibii absolu- 
tamente urgente, y en esa línea estamos, procc- 
der a la puesta en funcionamiento de u n  ccn- 
tro para el tratamiento de la drogadicción del 
menor, que n o  hay, lo cual ha dado lugar a que 
el internamiento de u n  nienor en estas condi- 
ciones haya producido u n  peligroso contagio 
en algunos grupos. 

Dispone la Obra de Protección de Menores 
de u n  conjunto de granjas que puedeti y deben 
ser utilizadas para el desarrollo de la cduca- 
ción física y de la Formación Profesional y, por 
supuesto, es absolutamente necesario cl rcali- 
zar una política que tenga presente las compe- 
tencias en esta materia correspondiente a las 
Coniunidades Autónomas. En este sentido 
puedo decir que la política de transferencias 
e n  relación con la Generalidad se ha realizado, 
y que en este momento está en curso de e,jccu- 
ción la que se refiere al País Vasco y tanibicn a 
Andalucía. 

La Obra de ProtecciGn de la Mujer ha sido, 
y o  creo que tambicn desde las distintas posi- 
ciones, por supuesto desde la perspectiva del 
Ministerio, concebida como una  expresión dc 

discriminación de la mu,ier y, por ello mismo, 
sin neccsidad de ninguna otra razón, entiende 
que debe acometerse la disolución de la mis- 
ma y su integración y fusión con la Obra de 
Protección de Menores. Dc los centros de esta 
Obra de Protección a la Mujer son 23 propios, 
38 colaboradores, hay 57 juntas, un total de 300 
funcionarios y el presupuesto del 82 fue de 391 
millones de pcsctas. 

Además de las medidas a que he hecho refe- 
rencia, quiero tanibikn, sin salirme todavía de 
este ámbito, expresar la voluntad de desario- 
llar una actividad de prevención social, e n  la 
que la colaboración con las entidades locales 
debe jugar un papel importaritísinio. 

Tambibn quiero exponer antc ustedes quc 
estamos preparando u n  plan para que los nic- 
nores internos en estos centros puedan quedar 
acogidos a la Seguridad Social; hasta ahora los 
problemas que se venían planteando eran re- 
sueltos puntualmente acudiendo a nicdicos, 
pero no había una cobertura de Seguridad So- 
cial. Creenios que esto es iniportantc y que 
debe llevarse a cabo. 

Para terminar con la Obra dc Protcccióri clc 
Menores, anuncio tanibikn la realización clc es- 
tudios tendentes LI la prcparaci0n clc u n a  Ley 
del rncnor en la que se distingan claranicntc 
dos aspectos; dos aspectos estrictamente juris- 
diccionales, que serán atribuidos bien a los 
Jueces de f'amilia, bien a los Jueces clc meno- 
res, y las funciones de tipo más bien asisteri- 
c ¡al-ad ni i nis t rat i v o  q u c  d e be n, na t u ra 1 nie ri te, 
ser ob,jcto de una regulación coriipletamcnte 
diferente dc  las anteriores. 

Dentro elel irea de ixgistraclurcs, de la Dircc- 
ción Gcneral dc Registros y del Notariado 
-voy a ser iiiuv breve porque, c o m o  dccia ;in- 
tes, recientemente sc ha dado información so- 
bre esta materia-, distinguimos, e n  primer lu- 
gar, por lo que sc rcficre a Notarías v lucgu ;i 

Registros. Ya he anunciado antes la prcpara- 
ción de u n  proyecto de Ley para tulucir la 
edad de jubilación a los setenta años. Asiniis- 
nio, se proyecta la revisión de la dcniaiución 
notarial con la doble finalidad de, primero, 
aproximar los servicios a quienes los utilizan, 
lo cual se logrará a traves de la instalación obli- 
gatoria de despachos de una parte de los nota- 
rios en los cxtrarradios populosos o en núcleos 
urbanos con vida autónoma; v con la doble f i -  
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nalidad, también, de ir a la creación de nuevas 
notarías en aquellas poblaciones donde ello 
venga exigido por las necesidades del servicio. 

Otra tercera orientación sería el reforza- 
miento de las competencias de la Administra- 
ción pública y el del perfeccionamiento para 
un mejor funcionamiento de la actividad nota- 
rial; perfeccionamientos que afectarán a la re- 
gulación de la función disciplinaria, al tortale- 
cimiento de la estructura democrática de los 
órganos corporativos, a la corrección de aque- 
llos excesos derivados de las desigualdades 
con origen en el principio de la libre elección 
de notario y al establecimiento, en paralelo al 
turno de oficio que tunciona en relacitin con 
los abogados, de un turno de oficio también 
dentro de este ámbito. 

En relación con los Registros de la Propie- 
dad y Mrrcantilcs, las pautas esenciales de esta 
modificación irán encaminadas a, primero, re- 
visar la demarcación registral. Será, por consi- 
guiente, necesario proceder a crear registros 
allí donde las necesidades de l  servicio lo pon- 
gan de manifiesto. Adelanto que entre la divi- 
sión material y la división personal, que n o  su- 
pone la creación de nuevos registros, sino que 
aumenta simplemente el núniero de rcgistra- 
dores, entendenios, en principio, que se debe 
optar por !o primero mejor que por lo segun- 
do. 

Nos proponemos, tambicn, propulsar una 
política de modernización v pcrí'eccionaniien- 
to de los registros a travtis de una informatiza- 
ción progresiva de 1.0s misnios, a travcs de la 
implantación del registro de entrada, por me- 
dio dcl estableciniicnto de la oblipnci6n de 
todo registrador de u n  despacho diario al pú- 
blico durante un numero de  horas diarias; a 
travcs de la implantación de los nicdios de pu- 
blicidad formal; a traves dc la reducción de los 
plazos legales ordenados a la actividad del re- 
g i s t rad o r; reformas, as i m i s m o, t e n de n t e s  a 
conseguir la coordinación del registro con la 
realidad física cxtrarregistral; y también, en 
esta materia, al establecimiento de u n  turrio de 
oficio. 

Nos preocupa igualmente conseguir tam- 
bien una mejora de los registros civiles. A tal 
efecto, y por lo que se refiere a los registros ci- 
viles eii general, entendenios que es precisa la 

adaptación de la Ley de Registro Civil a las mo- 
dificaciones introducidas en el Código Civil. 

En relación con los registros especiales, está 
simplemente a nivel de estudio la idea de la 
conveniencia de asumir por el Ministerio de 
Justicia la actividad pública relativa a la garan- 
tía de derechos privados y de tráfico juridico 
que se produce, que tiene lugar a travks de dis- 
tintos registros, corporaciones, tundaciones, 
ctcgtera. 

Terminaré mi intervención con una refercn- 
cia a la política presupuestaria, poniendo de 
manifiesto las dificultades que para trazar esa 
política presupuestaria se han encontrado. Es- 
tas dificultades tienen origen en un conjunto 
de  factores. Primero, en la pluralidad y disper- 
sión geográfica de los centros de gasto - 
deben tener en cuenta SS. SS. cónio la Adnii- 
nistración de Justicia, lo saben pcrfectanicntc, 
mejor que vo, se lleva a cabo a travks de una 
multitud de órganos .jurisdiccionales que  están 
repartidos a lo largo de todo el territorio na- 
cional, y cómo lo mismo puede señalarse en re- 
lación con los establecimientos penitenciarios, 
con un total de 79 establecimientos exacta- 
mente-; dificultad tambiCn que tiene origen 
en la inexistencia en estos centros de gasto de 
una información econóniica que sea ágil y 
completa y sistematizada, v en la lentitud de 
los procesos de comunicación entre los ccn- 
tros de gasto v los órganos centralizados del 
departamento. 

Hemos procurado, hemos tomado las medi- 
das necesarias para tratar de superar estas difi- 
cultades y, e n  este orden de cosas, desde el pri- 
mer momento, se han realizado actuaciones 
cncairiinadas a detectar las insuficiencias cxis- 
tentcs -insuficiencias que en algunos casos 
eran crónicas-, nicdidas encaminadas a in- 
cluir en el Presupuesto General del Estado cré- 
ditos suficientes para atender las necesidades 
más urgentes y, sobre todo, tambittn para pro- 
ceder al cumplimiento de un conjunto de man- 
datos legislativos. iCuáles? Mandatos legislati- 
vos o compromisos contraídos en el programa 
electoral del Partido Socialista. Voy a referir- 
nic aquí únicamente a algunos de ellos, porque 
en algunos casos ya he hecho una referencia y 
esto sería reiteración, y en otros casos son ma- 
terias sobradamente conocidas por SS. SS. 

El futuro Presupucsto debe ser un Presu- 
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puesto que, en relación con la Administración 
d e  Justicia, trate de proceder a realizar lo que 
antes les decía sobre la integración autentica y 
económica de los distintos cuerpos, lo cual tie- 
nc repercusión e n  e l  índice multiplicador co- 
r iupondicnte ;  que trate de dar cumplimiento 
a ese artículo 13 de la Ley 17 de 1980 sobre re- 
tribuciones complementarias; que permita 
algo tan necesario como la contratación del 
personal tkcnico colaborador de la Adniinis- 
tración de Justicia -aquí cstov pensando en 
ese conjunto de psiquiatras, psicólogos, asis- 
tentes, pedagogos, etcktera-; que facilite tani- 
bikn la conipra de los bienes corrientes v de 
servicios; es necesario actualizar las partidas 
para que se satistagan necesidades tan clcmcri- 
tales como conservación, limpieza, alumbrado, 
agua v calefacción de  edificios judiciales, dic- 
tas, locomoción traslados, indemnización a 
peritos y testigos, que  están e n  unas cifras que 
verdaderamente son insignificantes; partidas 
referentes al riiobiliario al equipo inventuria- 
blc, ctcctera. 

Asimismo, e n  ese Presupuesto ser ;i nccesa- 
rio el plantearse con seriedad las necesidades 
del  Centro cle Estudios Judiciales O Escuela Ju- 
dicial, para que desde k l  pueda realizarse la po- 
lítica de forniaciOn, sclcccióri y pcrl'ecciona- 
niicnto que corisidci-amos iiiiprcsciridihic.. Y, 
I'inalmentc, el Presupuesto debe contemplar la 
inclusión de los nicdios ccon<iniicos posibles, 
pero necesarios en todo caso, para la puesta en 
funcionamiento de los organisnios ,jurisdiccio- 
nales ya creados, v de este núniero de  organis- 
nios que decía que sería necesario tambikn 
proceder a su creación v posterior puesta en 
fu n c io n ani i e n t o. 

En relación con el Presupuesto de iristitucio- 
nes penitenciarias, el Ministerio tratará de 
conseguir en esa coordinación de la política en 
el Consejo de Ministros, como es lógico, los 
medios necesarios para que el Cuerpo de  Asis- 
tentes Sociales pueda ser  creado, para que las 

Comisiones de Asistencia Social puedan entrar 
en  hncionamiento,  para que la proporción in- 
terno-número de funcionarios sea una propor- 
ción superior 21 la actualmente existente, en 
que hay un excesivo núriiero de internos por 
hmcionatio; para que, como decía ntes, se rc- 
medie el problenia de  la alimentación, vcstua- 
i.io v hospitalización de los internos y para que, 
finalmente, se pueda realizar esa política de 
construcción de  nuevos centros y de adapta- 
ción de centros va existentes a que  antes, hace 
un momento, he hecho reterencia. 

Voy a tcrniinar aquí, setioríns. Esta es una 
exposición de lo que en  el breve tiempo que 
llevamos en el Departamento de Justicia he- 
ni05 ixaliLado v provcctarnos. Si. perfectamen- 
te que hav muchas materias que necesitan un 
t ra t ani ic n t o LI rgc n t e ,  Y o  te rni i n o m i i n te rve n - 
ci¿)n, asegurando que trabajaremos sin dcsta- 
Ilccer para cumplir  ese programa socialista en 
rnatcria de justicia v para satisfacer todas las 
demandas sociales que conocemos que cxis- 
ten .  

Nada más, niuchrts gracias. 

El señor PRESIDENTE: Nucvaniente mLi- 
chas gracias, señor Ministro, y de acuerdo con 
lo que habíamos convenido a t r a v k  de la Prc- 
sidcncia del Congreso y de la Secretaría de Es- 
tado en relaciones con las Cortes, se procurará 
encontrar la tccha que acomode a las ncccsida- 
des del propio Departamento v de esta Conii- 
sión. En consecuencia, se cursará la correspon- 
diente convocatoria para continuar la misma 
al objeto de la intervención de los Grupos Pnr- 
lamentarios y nueva intervención del señor 
Ministro v sus a l t ( ~ ~  cargos, e n  la medida e n  
que hayan de  responder a los comentarios quc 
se produzcan y posterior rkplica. 

En consecuencia, se levanta la sesión; niu- 
chas gracias a todos v hasta la prcixinia. 
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